VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA VIGÉSIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 14 DE AGOSTO DE 2013, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO. 

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionados ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 15 minutos del día 14 de agosto del 2013, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Vigésima Octava Sesión Ordinaria del Pleno de este Instituto, y a la cual se ha convocado. 

Por favor, señor Secretario, proceda. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.- Gracias, Comisionado Presidente. 

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Mucio Israel Hernández Guerrero, David Mondragón Centeno, Luis Fernando Sánchez Nava, Alejandro Torres Rogelio. 

Señor Presidente, le informo que existe el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias, señor Secretario. 

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión. 

Comisionados, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma, será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno. 

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión es el siguiente:  

I.      Lista de asistencia y verificación del quórum legal. 

II.     Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día. 

III.    Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 17 de julio de 2013.

IV. Presentación y análisis del Informe de Actuación del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios del InfoDF, correspondiente al primer semestre del año 2013.

V. Presentación del Informe de Resultados de la Segunda Evaluación a los Portales de Internet de los Partidos Políticos del Distrito Federal 2013.

VI.
Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueban las recomendaciones a los Partidos Políticos del Distrito Federal, derivadas de la Segunda Evaluación a la Información Pública de Oficio que deben dar a conocer en sus portales de internet en año 2013.

VII. Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de cuatro Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el Instituto en materia de solicitudes de acceso a datos personales.

VIII. Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 30 Proyectos de Resolución de Recursos de Revisión interpuestos ante el InfoDF, en materia de solicitudes de acceso a la información.

IX.
Asuntos Generales.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados. Si no hay ninguna observación. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con esta Orden del Día, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobada por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Vigésima Sexta Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el pasado 17 de julio del 2013.

Está a su consideración el proyecto de esta acta señores comisionados.

Si no hay ninguna observación, además de las que ya se han hecho llegar a la Secretaría Técnica. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto de esta acta, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobada por unanimidad. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación y análisis del Informe de Actuación del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios del InfoDF, correspondiente al primer semestre del año 2013.

Solicito por ello, con la aprobación de este Pleno para que el licenciado Cristóbal Robles López, Director de Administración del Instituto proceda con la presentación de dicha información.

Si nos hace favor licenciado Robles.

C. CRISTÓBAL ROBLES LÓPEZ, DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN.- Muchas gracias señor Presidente, con su permiso señores comisionados.

Es el Informe de Actuación del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Prestación de Servicios del InfoDF, correspondiente al primer semestre del presente año.

Es importante comentarles que de conformidad con el punto 4.6 del Manual de Integración y Funcionamiento del Comité de Adquisiciones, en este punto se establece que dicho Comité debe presentar semestralmente al Pleno un Informe sobre las actuaciones del mismo.

Al respecto debo comentarles que en el primer semestre de este año, se llevaron a cabo dos Sesiones del Comité de Adquisiciones de este Instituto, las cuales fueron Sesiones Extraordinarias.

En estas dos Sesiones se tomaron cuatro acuerdos, el primero de ellos es el Acuerdo 0102 del 2013, que fue el procedimiento de adjudicación directa para contratación del seguro de gastos médicos mayores para los servidores públicos del InfoDF, para el periodo que abarca del 15 de febrero al 31 de marzo de 2013.

El Acuerdo dos del mes de marzo de 2013, mediante este acuerdo se aprobó el Programa Anual de Adquisiciones y Arrendamientos y Prestación de Servicios del InfoDF para el presente año.

Con el Acuerdo número tres del mes de marzo también del 2013 se aprobó el calendario de sesiones del Comité de Adquisiciones correspondiente a este año.

Y con el Acuerdo cuatro del mes de marzo de 2013, se aprobaron los montos máximos de operación para licitación pública, invitación restringida y adjudicación directa de conformidad con lo que establece el Artículo 37 del Decreto de Presupuesto de Egresos del Distrito Federal.

En cuanto a los procedimientos de adquisiciones llevados a cabo en el primer semestre del presente año, debo informarles que se llevó a cabo una licitación pública nacional y tres procedimientos de invitación restringida a cuando menos tres proveedores.

En el caso de la licitación pública nacional fue para la contratación del seguro colectivo de gastos médicos mayores para los servidores públicos del InfoDF, del 31 de marzo al 31 de diciembre del presente año; este procedimiento fue adjudicado, este contrato fue adjudicado a Grupo Nacional Provincial S. A. B., por la cantidad de 2 millones 122 mil 089 pesos con 9 centavos.

En el caso de las invitaciones restringidas a cuando menos tres proveedores llevadas a cabo en el primer semestre de este año, se llevo a cabo la primera de ellas que es el servicio de limpieza para las instalaciones del Instituto; este contrato fue adjudicado a la empresa Recursos sin Polvo por la cantidad de 325 mil 380.60 pesos, debido a que presentó las mejores condiciones técnicas y de precio para el Instituto.

En el caso de la segunda invitación restringida llevada a cabo es para la adquisición de vales de gasolina para los vehículos del Instituto y el personal directivo, en este caso, el contrato fue adjudicado a la empresa Edenred México S. A. de C.V., por el monto de 192 mil 742.14 y se adjudicó debido a que ofreció las mejores condiciones de precio para el Instituto.

En el caso de la tercera invitación restringida, se refiere al servicio de grabación y versión estenográfica de las sesiones del Pleno y otros eventos del InfoDF; este contrato fue adjudicado al prestador de servicios Juan Martín Guerrero Rojas, por la cantidad de hasta 120 mil pesos y se adjudicó debido a que ofreció las mejores condiciones técnicas y de precio para el InfoDF.

Sería cuanto señor Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Entonces, aquellos comisionados que estén, ah, sí, perdón, se da por  presentado, perdón éste, si éste no se aprueba, se da por presentado el Informe del primer semestre del Comité de Adquisiciones de este Instituto. Agradecemos al licenciado Robles su presencia en esta Sesión del Pleno.

Y comisionados ciudadanos de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación del Informe de Resultados de la Segunda Evaluación de Portales de Internet a los Partidos Políticos del Distrito Federal correspondiente al año 2013; por eso solicito con la aprobación de este Pleno para que el maestro Arquímedes Martínez López, Director de Evaluación y Estudios del Instituto, proceda con la presentación del Informe.

Si nos hace favor maestro Martínez.

C. ARQUÍMEDES MARTÍNEZ LÓPEZ, DIRECTOR DE EVALUACIÓN Y ESTUDIOS.- Buenos días señores comisionados.

Como recordarán en fechas pasadas presentamos la primera parte del resultado de los entes obligados, quedando pendiente el tema de los partidos políticos, en esta ocasión la Dirección de Evaluación y Estudios nuevamente rinde cuentas a este segundo Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal, en este caso, para presentar el Informe de Resultados de la Segunda Evaluación de Portales de Internet 2013, específicamente de los siete partidos políticos que cuentan con registro ante el Instituto Electoral del Distrito Federal.

Este ejercicio de valoración se realizó durante el mes de julio de los corrientes y de esta manera concluyen las actividades de la Segunda Evaluación de Portales 2013.

Para esta segunda, para esta evaluación de portales de partidos, se verificó que la denominada información pública de oficio que se encuentra referida en el Artículo 222, fracción 22 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal, estuviera publicada, actualizada y validada en los correspondientes secciones de transparencia de los siete partidos, todo lo anterior, desde luego, de conformidad con lo establecido en los correspondientes criterios y metodología de evaluación pública de oficio del caso que fueron aprobados por el Pleno, mediante el Acuerdo 0900SO067/2011.

Algunos especialistas han señalado que en las democracias los partidos políticos juegan un roll muy importante en el funcionamiento mismo del Estado, toda vez que tienen, entre otras cosas, las siguientes encomiendas:

Ser las vías primordiales de acceso al poder político.

Fungir como instrumentos de participación política.

Ser la vía primordial para la formación y manifestación de la voluntad popular.

Decidir la composición del Poder Legislativo por medio de los diputados de mayoría relativa y representación proporcional.

Incidir en la conformación de los poderes autónomos.

Recibir recursos públicos.

Influir en el diseño y evaluación de las políticas públicas, así como en la rendición de cuentas.

Como puede verse los partidos políticos son organizaciones muy poderosas que residen en el corazón mismo del Estado, por lo que si se quiere construir una estructura de poder abierta y participativa, es decir, una gobernanza democrática es imperativo que se abran al escrutinio público para responder, entre otras interrogantes, ¿cuánto reciben de recursos los partidos?, ¿quién o quiénes aportan a su financiamiento a los partidos?, ¿cumplen con las disposiciones normativas del estado de derecho?, ¿cómo toman sus decisiones? En este contexto señores comisionados, me complace informarles que en lo general el promedio del índice global de las obligaciones de los partidos políticos para esta Segunda Evaluación de Portales 2013, logró un incremento importante de 7.8 puntos, respecto a la Primera Evaluación Diagnóstica 2013, pues registró un promedio global de        -todavía estamos en la primera diapositiva, por favor- ¿sí? Pues registró un promedio global de 86.6 puntos, este resultado refleja el interés, prioridad e importancia que los partidos políticos brindan al tema de la transparencia.

De forma específica es de reconocer el papel fundamental que juegan los dirigentes y los responsables de las oficinas de información pública de los propios partidos, así como de su personal que funge como enlace en las diversas áreas administrativas, toda vez que ellos son los que hacen posible la existencia del derecho fundamental de acceso a la información pública y la transparencia en el Distrito Federal.

Entremos ahora sí al análisis puntual de resultados.

Al concluir la Segunda Evaluación de Portales 2013, integrando los resultados de los partidos políticos al resto de los entes -esto es el promedio global entes, partidos- los resultados de los partidos al resto de los entes obligados se observa que el promedio de las calificaciones en total para el Distrito Federal, cierra con 84.8 puntos sobre 100, cifra que supera a los cero pun… en 0.8 puntos a la que obtuvieron los entes en la Primera Evaluación Diagnóstica.

Se confirma, pues una tendencia en la mejora del desempeño de los entes obligados, puesto que llevamos el cuarto incremento de promedio desde la segunda evaluación diagnóstica del año pasado. Desde la evaluación en comento, en donde registraron los entes un promedio de 73.2 puntos, se ha registrado un incremento de 11.6 puntos.

Al volverse usar el esquema de recomendaciones y el establecimiento de un plazo perentorio para la atención de las recomendaciones que ha generado el InfoDF, así como un esquema de acompañamiento institucional muy puntual y cuidadoso, existen muy altas probabilidades que para la tercera evaluación 2013, se registre una mejora sustantiva en el desempeño de los entes.

A continuación procederemos a la revisión de resultados específicos de los partidos políticos.

La diapositiva que ustedes observan, muestra el desempeño histórico de los partidos políticos y lo compara respecto de los demás entes en el cumplimiento de su obligación de difundir información pública de oficio, atendiendo puntualmente a los criterios del caso que se ha instrumentado desde 2004 a la fecha.

Se observa que para el periodo 2009-2012 los partidos políticos registraron índices de cumplimiento mayores que el resto de los entes obligados, esta tendencia se confirma en las tres evaluaciones realizadas en 2012, donde los partidos obtuvieron 74.9, 82.2 y 82.8 puntos, respectivamente, mientras que los demás entes en ese mismo lapso obtuvieron evaluaciones menores de 66.2, 72.6 y 78.5 puntos respectivamente.

Sin embargo, en la Primera Evaluación Diagnóstico 2013 los resultados obtenidos por los partidos se redujeron a 78.8 puntos, mientras que los demás entes obtuvieron una evaluación de 84.3.

Existen probabilidades de que este decremento de la evaluación pasada fuera ocasionada, entre otras cosas, por la atención prioritaria que brindaron los partidos políticos a los procesos electorales federal y local, así como al relevo en las dirigencias y comités de los partidos políticos ocurridas en fechas pasadas.

Para esta Segunda Evaluación 2013 el promedio obtenido por los partidos políticos en su conjunto se incrementó a 86.6 puntos, el cual fue superior a lo registrado por los demás entes que obtuvieron 84.7 puntos, así se observa un incremento importante en el cumplimiento de publicar la información por parte de los partidos políticos.

En el comparativo entre la Primera Evaluación Diagnóstica y la Segunda Evaluación 2013 vemos que el mayor incremento fue para el Partido Nueva Alianza con 22 puntos, seguido muy de cerca por el Partido Verde Ecologista con 21.7 puntos de incremento. El Partido de la Revolución Democrática registró un muy importante incremento de 15.6 puntos y el Partido del Trabajo obtuvo 11.9 puntos de incremento.

Por otra parte el Partido Acción Nacional a pesar de que obtuvo un decremento de menos .3 puntos, sigue siendo el ente mejor evaluado, estas circunstancias se refleja, no sólo en esta evaluación, sino en cinco de las seis evaluaciones en donde ha obtenido calificaciones sobresalientes.

Es de llamar la atención que el índice que registra el menor decremento es el Partido Revolucionario Institucional con una caída de menos 17.7 puntos, incluso, obtuvo una calificación menor de 60 puntos.

Por su parte, Movimiento Ciudadano mantuvo un ligero incremento de 1.7 puntos.

Al ordenar por desempeño del Índice Global de Cumplimiento de Obligaciones de Transparencia, (IGcot) observamos que el Partido Acción Nacional se mantiene con el índice más alto de cumplimiento con 99.1 puntos, le sigue el Partido Nueva Alianza y el Partido del Trabajo con 96.2 y 94.3 puntos, respectivamente, muy de cerca se encuentran también Movimiento Ciudadano con 93.3 y el Partido Verde Ecologista de México que obtuvo 92.1 puntos.

Estos resultados sugieren que la mayor parte de los partidos políticos han mostrado un interés importante por cumplir con sus obligaciones, lo que se ve reflejado en la alta competitiva de estas cinco fuerzas políticas en comento.

También es de señalar que el Partido de la Revolución Democrática, si bien se encuentra ubicado en el penúltimo lugar del ranking en esta segunda evaluación con 84 puntos, han realizado un esfuerzo por atender sus obligaciones de transparencia que es muy importante, con lo cual sus dirigentes mandan señales muy valiosas para la sociedad en el sentido de que están en el ánimo de incorporar en su agenda de prioridades, el tema de la transparencia.

Caso aparte es el del Partido Revolucionario Institucional, el cual registra en esta Segunda Evaluación 2013, el menor índice con 47.3 puntos, consideramos que esta organización política se le debe de hacer un muy fraterno y respetuoso llamado para que retome el tema de la transparencia dentro de sus prioridades, al tiempo de que el InfoDF reitera toda su disposición para brindarle el acompañamiento institucional que requiera.

Al desagregar el increme…, el desempeño por tipo de criterios, el cumplimiento de los partidos políticos en el Distrito Federal con respecto al Artículo 222 del CIPEDF (del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales) se confirma los datos reportados en la diapositiva anterior.

Se observa que en gran parte de los partidos políticos se requiere trabajar en el apoyo institucional relativo tanto a los criterios sustantivos como en los criterios adjetivos debido a que no han alcanzado el puntaje de 100 puntos.

Por último, en el análisis del cumplimiento por temática del Artículo 222, observamos que para esta segunda evaluación 2013, no se registró el máximo puntaje de cumplimiento en algunos de los rubros, toda vez que la evaluación más alta fue de 98.8 puntos y que fue para la parte de normatividad que se refiere a las leyes, reglamentos y estatutos que rigen a los partidos.

Le sigue la temática sentencia y resoluciones que obtuvo 90.3 puntos, y la de Finanzas que registró 88.6 puntos.

En contraste, la evaluación más baja con 61.9 puntos, fue para la temática referida a topes y aportaciones personales, le siguen las auditorías practicadas a los partidos con 76.8 puntos y las alianzas electorales que registraron 78.9 puntos respectivamente.

Si se compara la Primera Evaluación Diagnóstica 2013 y la Segunda Evaluación 2013, se observa que el mayor incremento fue precisamente a la temática topes, aportaciones personales con 26.2 puntos, le sigue la temática auditorías con un incremento de 17.9 puntos y la temática sentencias y resoluciones registró un incremento de 17.5 puntos.

Por su parte, la temática patrimonio no registró cambios, se mantuvo igual en las dos evaluaciones referidas y la temática de alianzas electorales registró un ligero incremento de 0.4 puntos respectivamente.

Señores comisionados, con este Informe concluye el proceso de la Segunda Evaluación de Portales 2013, sobre la calidad de la información pública de oficio que deben de difundir los entes obligados del Distrito Federal, tarea que está encomendada a la Dirección de Evaluación y Estudios.

Entre otros aspectos, se confirma en primer lugar, que hay un incremento en los promedios globales de los partidos políticos en su desempeño, lo cual pudo ser un reflejo de que una vez que ha concluido, una vez que han concluido los procesos electorales y de que se han conformado los órganos de gobierno local, los partidos políticos retoman a la transparencia como una prioridad en su agenda institucional.

En general, se percibe un notorio interés de los partidos por mejorar su información pública de oficio, lo cual es muy importante ya que como entes de decisión, los partidos políticos se abren de esta manera al escrutinio público, además de que sus militantes están en condiciones de conocer mejor las decisiones y el uso de los recursos que manejan y como entidades de interés públicos, de esta forma al publicitar información pública de oficio, ventilan sus decisiones para fortalecer la realidad democrática.

Esta situación nos lleva a pensar que el trabajo del Instituto, desde luego, que no ha sido en vano, los pasos a seguir son:

La emisión de las recomendaciones hacia los partidos políticos para que sean atendidas dentro de un plazo perentorio y en caso de que no se atiendan, mandar las correspondientes vistas al Instituto Electoral del Distrito Federal.

Como siempre se tendrá especial cuidado para brindar acompañamiento institucional a todas las fuerzas políticas con el propósito de seguir avanzando hacia la construcción de un marco institucional óptimo de transparencia.

Sobre el particular les informo que durante los días 21, 22, 26 y 29 de agosto, en el marco de la Red de Transparencia de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, se han programado reuniones de asesorías para todos los entes obligados, en las cuales nuestro valioso equipo de evaluadoras y evaluadores aclararán las dudas que tengan los responsables de todas las oficinas de información pública, para atender las recomendaciones derivadas de esta segunda evaluación de portales.

No menos importante resulta reconocer la confianza y el apoyo decidido que este segundo Pleno del InfoDF ha brindado siempre a la Dirección de Evaluación de Estudios, lo cual es la fuente primordial para que este equipo de trabajo les corresponda con dedicación y profesionalismo.

Muchas gracias.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Gracias, muy rápidamente, en primer lugar, agradecer como siempre a la Dirección de Evaluación, a todos los integrantes de la Dirección por este Trabajo y, pues destacar que el Informe presentado en sí, pues es, tiene la virtud de ser muy ejecutivo, pero también muy sustancioso, un análisis académico, un análisis político de este Informe, pues yo creo que daría muchos elementos para entender y para valorar, digamos, lo que es el ejercicio de la transparencia en los partidos políticos.

En general yo creo que este Informe nos demuestra que los partidos políticos no solamente deben ser sujetos obligados a nivel nacional directos, por la responsabilidad social que tienen, por el ejercicio de los recursos públicos que hacen y porque son definitivamente de notorio interés público y también nos demuestra que eso puede ser posible en muy buenas circunstancias, porque vemos que desde el 2009 a excepción de la Primera Evaluación de este año, pero que se retoma en la Segunda Evaluación de 2013 los partidos políticos han estado con un cumplimiento mayor en sus obligaciones de transparencia en los portales de internet.

Entonces, no es difícil, no es imposible, es algo real que se ha dado ya desde hace cuatro años aquí en el Distrito Federal, en que los partidos tienen un cumplimiento mejor.

De hecho el promedio sería aún mayor de no ser por el Partido Revolución Institucional que está atípicamente bastante más bajo y es quien en esta ocasión baja el promedio, si la desviación estándar entre la distribución de los otros partidos y lo que el Partido Revolucionario Institucional tiene, no fuera tan amplia, no fuera una desviación estándar tan grande, pues la verdad es que el promedio de todos los partidos estaría por arriba del 90, como ya se ha observado en otras ocasiones, no sería la primera vez.

Entonces, bueno, yo creo que debemos de tomar esta lección y debemos de abonar, abogar, desde el Instituto, desde todos los órganos garantes para que los partidos políticos se abran, internalicen, sean sensibles a esta circunstancia y apoyen en esta reforma que estamos ahorita en tránsito, pues ojalá, y hacemos votos desde aquí del Instituto, creo que todos los comisionados, para que los partidos sean sujetos obligados directos en esta reforma al 6° Constitucional que viene.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, primero, felicitar a la Dirección de Evaluación por la realización de este estudio, esta evaluación de los portales de internet, ahora de los partidos políticos como sujetos obligados directos en el Distrito Federal.

Que es un trabajo, pues sistemático que se tiene por parte de este Instituto, siempre bajo la primicia de que lo que no se mide, no se puede mejorar y creo que este tipo de evaluaciones que se están haciendo como la ley lo marca de manera trimestral, pues están haciendo un seguimiento puntual y sistemático al cumplimiento de las obligaciones y lo más importante es que con esta, digamos, disposición legislativa, de la evaluación trimestral, pues estamos viendo una carrera ascendente en los diversos sujetos obligados, tanto en los entes públicos como en los partidos políticos.

Y es de destacar, bueno, que de la primera evaluación a esta evaluación, pues hay un incremento de 8.3 que digamos, es importante, que coloca a los partidos políticos en 85.9 por arriba, como ya se dijo de los propios sujetos obligados.

Creo que también, no sólo la evaluación es importante, sino también y con el mismo peso el acompañamiento que este Instituto está ofreciendo y está dando a todos los sujetos obligados. Nos acaba de referir el Director de Evaluación, las reuniones que se van a tener en los próximos días con los diversos sujetos obligados.

Y creo que un paso muy importante en estas reuniones, como todo es perfeccionable, no son reuniones masivas, como las hacíamos antes con todos los sujetos obligados, sino se han, digamos, focalizado, por decirlo de alguna forma es estas reuniones, dividiéndolas en distintos grupos, por calificaciones, por tipo de sujeto y algo muy importante, el contacto cotidiano, frecuente con los evaluadores. Me ha tocado recibir en la presidencia y pues obviamente hemos girado la copia a los respectivos.

Felicitaciones a los evaluadores por parte de los sujetos obligados, en términos del acompañamiento, la claridad y la disposición, pues a seguir trabajando en este asunto, que como yo a veces lo comento con los titulares, pues es sistemático, continuo y permanente. Aquí no es yo ya tenía 100 una vez y pues ya tuve 100, pues sí otra vez hay que, digamos, continuar, es algo que pues digamos, diario y cotidianamente los sujetos obligados deben estar actualizando su información, para cuando venga el corte trimestral, aquella que obviamente sea necesaria, porque hubo cosas nuevas, pues obviamente esté al día.

Y que esto es lo más importante, vuelvo a insistir, es la posibilidad que el ciudadano tiene a través del derecho pasivo, como se le conoce, reconocer de forma inmediata sin que previa a una solicitud de información, pues toda aquella información que por Ley o en el Código Electoral se ha definido como prioritaria o de mayor relevancia, pues pueda tenerla, digamos, a la mano, en línea, en el momento que así lo considere y que cuando esta información por no tener acceso a internet pueda ser facilitada de forma inmediata por el sujeto obligado, por sus respuestas de cinco días, porque simplemente hay que imprimírsela y entregársela, en ese sentido.

Y me sumo también a este llamado que hace el Comisionado Mondragón, como todos sabemos el día de ayer se definió el periodo extraordinario, tanto en Cámara de Senadores, como Diputados, y uno de los puntos que se van a tocar nuevamente se llama, siempre le llaman la autonomía del IFAI o el fortalecimiento del IFAI, nosotros lo hemos definido aquí en el Info y en la propia COMAIP, como es una reforma que impactará en la creación de un sistema nacional de transparencia y que obviamente une las discusiones muy importantes que está, es el carácter que debe de tener los partidos políticos y como ya se dijo aquí se demuestra que los partidos políticos pueden y deben ser sujetos directos de la ley, no intermediados a través de la institución electoral.

Y aquí hay que felicitar a consejeros como María Marván, el propio Lorenzo Córdova que se han sumado diciendo que no debe ser el IFE, sino debe ser la autoridad, en este caso, el IFAI quien deba, digamos, y algo muy importante que hay que recordar es que 17 entidades del país ya tenemos a los partidos políticos como sujetos director, retroceder, digamos, en una iniciativa de que ya no fueran directos, haría que tuviéramos que reformar estas leyes dado que obviamente, pues estarían por encima o distintas a la Constitución que pues sabemos que es el mandato principal y pues pondrían en riesgo este avance tan importante que ha habido en materia de transparencia, de transparencia electoral o de transparencia en los partidos, en los partidos políticos, ¿no?

Y simplemente felicitarnos como Instituto, felicitar a todos los comisionados por este esfuerzo, porque yo creo que en la vida eso es lo importante, los esfuerzos sistemáticos, constantes, pero con el acompañamiento y digamos, siempre en la mejor disposición de nuestros sujetos obligados, tanto de entidades públicas como de partidos políticos.

Si no hay alguien más que quiera tomar la palabra, se daría por entregado este Informe de la Evaluación de los Partidos Políticos, la Segunda Evaluación correspondiente al segundo trimestre del 2013.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, proce…, perdón Comisionado David.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Agregar, esta evaluación al igual que la evaluación segunda para todos los sujetos obligados debe ser vinculante, ¿no? 

Entonces, no sé si debamos de aprobar algún punto de acuerdo para enviar…

C. OSCAR GUERRA FORD.- Es el que viene ahorita, primero se da el Informe y luego se aprueban las recomendaciones.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Ah, ya, OK. Ahí viene, gracias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, comisionados ciudadanos de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, análisis y, en su caso, aprobación del proyecto de acuerdo, mediante el cual se aprueban las recomendaciones a los partidos políticos del Distrito Federal, derivadas de la segunda evaluación a la información pública de oficio que se debe dar a conocer en los portales de internet, correspondiente al segundo trimestre del 2013.

Por ello, solicito nuevamente, con la aprobación de este Pleno para que el maestro Arquímedes Martínez, Director de Evaluación, proceda con la exposición de este proyecto. Si nos hace favor.

C. ARQUÍMEDES MARTÍNEZ LÓPEZ.- Gracias, con su venia, señores comisionados.

Haré solamente referencia a los puntos nodales del proyecto de acuerdo que se circuló ya con antelación y entre los considerandos del caso, tenemos que:

Mediante el oficio InfoDF-531/2013 del 26 de junio de 2013, se informó a los partidos políticos del Distrito Federal que el InfoDF programó para julio del año en curso, la segunda evaluación del presente ejercicio de la información pública de oficio que deben de dar a conocer los partidos políticos en sus portales de internet.

Que en cumplimiento de sus atribuciones y como parte de su programa operativo anual 2013, durante el mes de julio del año en curso el InfoDF realizó la evaluación de la información pública de oficio de los partidos políticos del Distrito Federal, conforme a lo dispuesto en la fracción 22 del Artículo 222 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Distrito Federal y con la especificidad señalada en los criterios y metodologías de evaluación correspondientes.

Que del resultado de la Segunda Evaluación 2013, realizada por la Dirección de Evaluación y Estudios del InfoDF a los portales de internet de los partidos políticos, se observaron diversas omisiones por parte de los siete partidos políticos del Distrito Federal: Movimiento Ciudadano, Nueva Alianza, Partido Acción Nacional, Partido de la Revolución Democrática, Partido del Trabajo, Partido Revolucionario Institucional y Partido Verde Ecologista de México en el cumplimiento de las obligaciones de transparencia establecidas en los 25 incisos de la fracción 22 del Artículo 222 del CIPEDF acrónimo del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales y las especificidades de los correspondientes criterios y metodologías de evaluación aprobadas por el Pleno de este Instituto.

Que el Artículo 23, fracción, 23, fracción VI del Reglamento Interior del InfoDF establece como una facultad de la Dirección de Evaluación y Estudios la de formular y presentar al Pleno por conducto del Comisionado Presidente del InfoDF, los proyectos de acuerdo de las recomendaciones del caso a los entes obligados para que cumplan con las disposiciones establecidas en la Ley de Transparencia, además de darle seguimiento al cumplimiento de las mismas.

Por lo antes expuesto, se propone:

Primero. Se aprueban las recomendaciones a los siete partidos políticos en el Distrito Federal derivadas de las omisiones detectadas en la Segunda Evaluación 2013 de la información pública de oficio que deben de dar a conocer en sus portales de internet, respecto de los artículos, fracciones, criterios que se relacionan en el documento que como anexo forma parte del presente acuerdo.

Segundo. Las recomendaciones en comento deberán de ser solventadas por los partidos políticos en un plazo no mayor de 20 días hábiles contados a partir de la fecha de la notificación del caso, lo anterior con el apercibimiento de que en caso de incumplimiento con la solventación de las recomendaciones emitidas mediante el presente acuerdo, se dará vista al Instituto Electoral del Distrito Federal, lo anterior con base en los artículos 31, párrafo II; 93, fracción I y 94 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Tercero. Se instruye al Comisionado Presidente del InfoDF para que en el ámbito de su competencia y con el apoyo de la Dirección de Evaluación y Estudios comunique el presente acuerdo a los titulares de los entes obligados del Distrito Federal, señalados en el considerando once del presente acuerdo.

Cuarto. Se instruye a la Dirección de Evaluación y Estudios del InfoDF para que verifique la solventación de las recomendaciones, una vez concluido el plazo establecido en el segundo punto y comunique a la Secretaría Técnica sobre los incumplimientos de las recomendaciones expresadas mediante el presente acuerdo con la finalidad de que se emitan las vistas respectivas al Instituto Electoral del Distrito Federal.

Quinto. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su aprobación.

Sexto. Se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para publicar el presente acuerdo en el portal de internet y en los estrados del InfoDF, respectivamente.

Es cuanto señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados. Si no hay ningún comentario.

Bueno, pues simplemente lo que le marca la ley a proceder, digamos, en términos de estas recomendaciones.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo con el proyecto de las recomendaciones en materia de evaluaciones de los partidos políticos correspondiente al segundo trimestre del 2013, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad las recomendaciones a los partidos políticos del Distrito Federal, derivadas de la segunda evaluación a la información pública de oficio que deben dar a conocer en sus portales de internet 2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, agradecemos la presencia del maestro Arquímedes Martínez y de todo el equipo de la Dirección de Evaluación.

Y comisionados ciudadanos de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF en materia de solicitudes de acceso a datos personales y de acceso a la información pública.

Vamos a iniciar como ya lo hemos visto con los recursos en materia de datos personales, que aunque no han sido reservados por ningún señor comisionado, de todos modos con el objeto de conocer de mejor forma el tipo de solicitudes y recursos sobre este derecho de datos personales, voy a pedir a la Directora Jurídica, nos pueda iniciar con la exposición del 0027, la Caja de la Previsión.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO, DIRECTORA JURÍDICA.- El ente público es la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0027 de 2013.

Se requirió que se informara por escrito con qué fecha se le realizó al particular el examen médico por parte del ente para determinar su estado de salud, copia certificada de la documentación con que se inició su solicitud de dictamen, tres copias certificadas de su dictamen  de invalidez total y permanente y el número de lista que le tocó dentro de la lista de 86 elementos que estaban pendientes de revaloración médica.

El ente público entregó un resumen clínico, así como la documentación solicitada en el punto 2, en relación al numeral 3, indicó que el dictamen requerido se encontraba en formalización, además informó que no existía el nombre del solicitante en la lista de elementos pendientes de revaloración médica.

El recurrente se inconformó porque no se entregó lo solicitado en el punto 3, ni se le proporcionaron las tres copias certificadas de un oficio.

En ese sentido del estudio realizado se determinó que el recurrente no formuló agravio respecto de la atención brindada a los puntos 1, 2 y 4 por lo que se tuvieron como actos consentidos.

Ahora bien, las constancias que integran el expediente no se desprende que la Caja de Previsión haya realizado una búsqueda exhaustiva de su sistema de datos personales el dictamen solicitado en el punto 3, ni actúan en términos de lo dispuesto por el Artículo 32, último párrafo de la ley de la materia, por lo que el primer agravio resultó fundado.

Por otro lado, en el segundo agravio el particular pretendió incorporar el recurso de revisión, elementos que no incluyó inicialmente, por lo que este resultó inoperante e inatendible.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente público que realice la búsqueda del dictamen solicitado y de localizarlo, lo entregue en copia certificada, en caso contrario, levante Acta circunstanciada en términos del Artículo 32 de la ley de la materia con el objeto de atender el punto 3.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 0027 Caja de Previsión de la Policía Auxiliar el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, el 0028.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0028 de 2013.

Se requirió la fecha en que se le realizó al particular el dictamen médico de invalidez total y permanente para determinar su estado de salud, copia certificada de toda la documentación con la que se inició su solicitud para el dictamen por parte de CAPREPA, tres copias certificadas del dictamen y el número que le tocó en la lista de 86 elementos pendientes de revaloración.

El ente público respondió que la fecha solicitada en el punto 1, estaba en trámite y el dictamen médico de invalidez total y permanente se encontraba en formalización.

No obstante, indicó que el número de lista que le correspondió fue el 19, para atender el numeral 2 remitió copia certificada de un escrito del 24 de enero de 2013 y de dos oficios.

El recurrente se inconformó porque no se proporcionó el examen médico argumentando que estaba en trámite, ni las tres copias certificadas del dictamen médico de invalidez total y permanente.

En ese sentido del estudio realizado se determinó que el recurrente no se inconformó con las respuestas dadas en los puntos 2 y 4, por lo que su estudio quedó fuera de la litis.

Ahora bien, de la solicitud no se advirtió que el particular haya requerido copia certificada del dictamen médico que se le practicó para emitir su dictamen médico de invalidez total y permanente, por lo que su agravio es inoperante.

Por otra parte, si bien en la respuesta al numeral 3, la Caja de Previsión se limitó a señalar que el dictamen solicitado se encontraba en formalización, no observó lo previsto en el Artículo 32 de la ley de la materia que dispone que cuando no se localizan los documentos o los datos solicitados, deberá levantarse una Acta circunstanciada de no localización de datos personales.

Sin embargo, de las constancias que integran el expediente, no se advierte que se haya realizado la búsqueda de la documentación solicitada y mucho menos que se haya elaborado una Acta circunstanciada de no localización, generando incertidumbre en el particular sobre si cuenta o no, con la documentación requerida.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente público que realice una búsqueda exhaustiva del dictamen requerido, de localizarlo proporcione tres copias certificadas, en caso contrario elabore el acta correspondiente y lo haga del conocimiento del particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0028 Caja de Previsión de la Policía Auxiliar, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0032 de 2013, el particular solicitó la fecha en que se le realizó el examen médico para determinar su estado de salud y emitir su dictamen médico de invalidez total y permanente, copia certificada de toda la documentación con la que se inició su solicitud para el dictamen por parte de CAPREPA, tres copias certificadas del dictamen y el número que le tocó en la lista de 86 elementos pendientes de valoración.

Para atender los requerimientos 1 y 2, el ente público puso a disposición del particular copia certificada de su resumen médico en copia certificada y de las documentales con las que inició su dictamen médico de invalidez total y permanente, proporcionándole dos de las tres copias certificadas de su dictamen médico que solicitó en el numeral 3 y le informó que su nombre no figuraba en la lista que se señaló.

El recurrente se inconformó porque no se respondió al punto 1 de la solicitud y en atención al diverso 3, sólo entregó dos de las tres copias certificadas del dictamen médico de invalidez total y permanente solicitado.

En este sentido en atención a que el particular no se inconformó con la atención a los puntos 2 y 4, el estudio de su legalidad quedó fuera de la litis.

Ahora bien, del análisis de la respuesta impugnada se desprende que el ente no respondió al punto 1, pues pretendió atenderlo al proporcionar un resumen clínico; sin embargo, no se desprenden elementos que demuestren que le entregó y mucho menos que lo detenten.

Asimismo, es evidente que cuenta con la fecha en que se realizó el examen médico el solicitante para determinar su estado de salud y emitió su dictamen médico de invalidez total y permanente, pues como se desprende de la respuesta dada al numeral 3, dicho dictamen se emitió el 9 de agosto de 2012.

Por último se concluyó que la Caja de Previsión únicamente entregó dos de las tres copias certificadas del dictamen médico de invalidez total y permanente del particular, tal como lo manifestó en su escrito inicial, transgrediendo con ello los principios de exhaustividad, de información, transparencia y máxima publicidad de sus actos.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente público que proporcione la fecha solicitada en el punto 1 y una copia certificada del dictamen médico de invalidez total y permanente, emitida el 9 de agosto del 2012.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0032 Caja de Previsión de la Policía Auxiliar el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente público es la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, expediente RR.SDP.0037 de 2013.

Se solicitó la expedición de la devolución salarial de la plaza de director general B adscrita a la Secretaría de Obras y Servicios que ocupó una persona en específico hasta el 15 de abril de 2003.

El ente público respondió que al tratarse de un trámite personal e individual en función de la presentación de la documentación requerida, el interesado cuya última dependencia en el Gobierno del Distrito Federal haya sido la Oficialía Mayor, debería acudir ante ésta para realizar el trámite respectivo.

El recurrente se inconformó porque a su consideración la Oficialía era competente para atender lo solicitado.

Ahora bien, del análisis a la respuesta impugnada, no se desprende claramente si el ente aceptó que era o no competente para atender la solicitud, situación que no brinda certeza jurídica al recurrente.

Asimismo, de la normatividad que rige la actuación de la Oficialía, específicamente del aviso por el que se da a conocer el cambio de nivel de seguridad exigido por el sistema de datos personales denominado Sistema de Administración de Recursos Humanos en la Secretaría de Obras y Servicios, así como del documento titulado Instructivo para la Elaboración de Constancias Devolución Salarial, se concluyó que la única forma de obtener lo solicitado es realizando el trámite denominado constancia devolución salarial,

Por lo que fue correcto la orientación hacia el trámite, no obstante lo anterior, el ente fue omiso en indicar al particular claramente que dicho ente era el competente para atender su requerimiento, así como el nombre del trámite que debía realizar.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que de manera clara informe al particular quien es competente para atender la solicitud e indique el nombre del trámite a través del cual puede obtener el documento de su devolución salarial haciendo las aclaraciones que estime pertinentes.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna observación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con el Recurso 0037 Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, el sentido sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ahora, señores comisionados vamos a pasar a los recursos de revisión en materia de acceso a la información que han sido reservados por uno o varios comisionados e iniciaríamos con el recurso 930 Delegación Benito Juárez.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito  Juárez, expediente RR.SIP.0930 de 2013.

Se solicitaron todos y cada uno de los correos enviados y recibidos de una dirección de correo electrónico.

El ente obligado clasificó los correos electrónicos por contener información de acceso restringido en sus dos modalidades confidencial y reservada.

El recurrente se inconformó porque se negó lo solicitado.

Ahora bien, del estudio realizado se determinó que efectivamente los nombres de personas identificables, sus correos electrónicos, domicilios y teléfonos, constituyen datos personales de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 2 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal y tienen el carácter de confidenciales conforme al diverso 38, fracción I de la Ley de Transparencia, puesto que su divulgación no está prevista en la ley y requieren del consentimiento de sus titulares para su difusión, por tanto, si los correos electrónicos solicitados contienen este tipo de información confidencial, es correcto que la Delegación restringiera el acceso a estos.

Asimismo, los correos solicitados contienen quejas y/o denuncias vecinales, remitidas por los ciudadanos, así como información de dependencias gubernamentales para el desarrollo de investigaciones reservadas, por lo que también es correcto restringir el acceso a dichos documentos electrónicos, puesto que se ubican en la causal de reserva prevista en la fracción II del Artículo 37 de la ley de la materia, de acuerdo con la cual tiene el carácter de reservada la información cuya divulgación ponga en riesgo la vida, la seguridad de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones.

Sin embargo, para el caso de los correos electrónicos clasificados como reservados con fundamento en la fracción X del Artículo 37, el ente no precisó a qué procesos deliberativos se referían, ni acreditó que su divulgación podría influenciar en el proceso de toma de decisiones que afecte el interés público, a fin de acreditar la alta probabilidad de dañar el mismo protegiendo la información, condición necesaria para negar el acceso a la información.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí, de acuerdo con el sentido de la resolución; sin embargo, a fin de fortalecer el proyecto se sugiere:

Primero. Señalar que el titular del correo electrónico al que se hace referencia al particular corresponde al titular de la Delegación Benito  Juárez, el cual según sus atribuciones están previstas en el Artículo 39 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal.

Lo anterior, a efecto de precisar la información solicitada que corresponde a un correo cuyo usuario cuenta con múltiples atribuciones y que en ese ámbito son diversa información la que recibe y entrega por ese medio.

En ese sentido es necesario señalar que entre la información que recibe como la que envía contiene información pública como de carácter restringido.

La información pública puede consistir en información recibida o proporcionada a servidores públicos de la propia Delegación como de otros entes obligados sin que contenga ningún dato confidencial como puede ser alguna invitación, circular, nota periodística, notificación de días inhábiles u otro tipo de instrucción con ese carácter.

Los nombres de dichos servidores públicos, sus correos electrónicos institucionales y el contenido de la información sería pública y en consecuencia se debe ordenar que la proporcione.

Sobre esta base se tendría que matizar el argumento de la página 19 que correos electrónicos, domicilios y teléfonos constituyen datos personales, por lo que serían confidenciales.

En ese sentido habrá que separar aquellos correos electrónicos recibidos y enviados, por un lado, a otros servidores públicos y por otro a particulares, aplicando la confidencialidad para estos últimos y la publicidad para los primeros.

Asimismo, estamos de acuerdo en el tratamiento que se hace sobre la reserva de la información, a partir de lo anterior precisar la orden en los siguientes términos:

Primero. Desclasifique la información a que hace referencia en la respuesta emitida con relación a la solicitud de información con folio 0403000083813.

Dos. Proporcione los correos electrónicos con sus respectivos documentos adjuntos, en su caso, recibidos o enviados desde la cuenta de correo que ahí se señala a servidores públicos los cuales no cuentan con información confidencial y sean de carácter restringido, siguiendo el procedimiento establecido en los artículos 50 y 61 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal clasifique los correos electrónicos recibidos y enviados desde dicha cuenta, cuyo contenido tenga un carácter confidencial y/o reservado.

Entregue versiones públicas de los correos electrónicos recibidos y enviados desde la cuenta, cuyos asuntos o parte de estos sean de carácter público y no formen de algún procedimiento.

En caso de estar imposibilitado de proporcionar la información en la modalidad solicitada deberá dar acceso en consulta directa resguardando la información restringida, lo anterior señalándole al particular días, horarios y lugar en que será atendido para acceder a la información.

Es cuanto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido, iba a decir un asunto de forma, pero pues ya que esta aquí, se propone simplemente matizar la orden a efecto que se señala, perdón, la idea es, es de forma nada más.

Se propone matizar la orden a efecto de que se señale que se debe entregar versiones públicas previo pago de derechos y que sólo, en su caso, de que le entregue la información encuadre en algún supuesto de las hipótesis previstas en el Artículo 52 del Reglamento a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública funde y motive el cambio de modalidad; o sea, pero como un asunto, digamos, excepcional, ¿no? la idea es, digamos, la entrega de la copia como tal que lo está pidiendo, obviamente en versión pública, obviamente con ese recurso pasando por el Comité de Transparencia, etcétera.

Bueno, si no hay más, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 930 de la Delegación Benito Juárez el sentido sea modificar, pero señalar que el correo es del titular de la delegación, matizar el argumento que de forma general dice que los correos y los nombres son confidenciales, por lo cual la orden hay que matizarla para que sea, digamos, versión pública, aquella información que no cumpla, digamos, con los extremos de estar reservada, pues deberá de ser desclasificada.

Proporcionar, obviamente, toda aquella información que no tenga datos confidenciales, teléfonos, etcétera, de personas, clasificar aquella que contenga datos personales o de carácter restringido o reservado y el resto se deberá, digamos, de entregar, ¿no? y bueno, obviamente, señalar, lo mencionó las funciones y/o atribuciones que tiene el propio Jefe Delegacional, ¿no?

Entonces, los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.0930/2013 de la Delegación Benito Juárez.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, Pasaríamos al siguiente recurso, 1020.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez, expediente RR.SIP.1020 de 2013.

Se solicitó versión pública de los documentos elaborados por la ventanilla única a través de los cuales se hizo constar la entrega a la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano de cada una de las manifestaciones de construcción que ingresaron durante 2012 y hasta la fecha en que se emitió respuesta, mismas que deberían entregarse foliadas y con el sello oficial de la delegación.

El ente obligado respondió que por el volumen de la información, así que por el continuo seguimiento de los expedientes turnados a través de los acuses sellados por la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano, únicamente se podría efectuar la consulta directa, por lo que en atención a lo previsto en el Artículo 52 del Reglamento de la ley de la materia, puso a disposición la información del particular en las oficinas de la Delegación.

El recurrente se inconformó por el cambio de la modalidad sin haber invocado la fundamentación que se aducía y sin causas que lo justificara toda vez que lo solicitado no representaba un volumen excesivo, ni impedía el buen funcionamiento de la unidad administrativa que detentaba.

En ese sentido del estudio realizado se determinó que la Delegación pretendió encuadrar en los supuestos previstos en el Artículo 52 del Reglamento de la Ley de Transparencia la respuesta dada al particular; sin embargo, no aportó elementos que acreditaran su dicho con la intención de justificar que atender la solicitud obstaculizaría el buen desempeño de la unidad administrativa competente para proporcionar la información, sin crear convicción en este Instituto, respecto a que era más viables, permitir la consulta directa que el proporcionar en medio electrónico las copias de las versiones públicas solicitadas.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada y se le ordena al ente obligado que emita una nueva en la que en atención al procedimiento establecido en los artículos 50 y 61 de la ley de la materia, elabore la versión pública de la información solicitada y la proporcione preferentemente en medio electrónico gratuito, sin que ello implique procesamiento de la misma, puesto que no, de no encontrarse en dicha modalidad, podrá proporcionarse en copia simple previo pago de derechos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, pongo a consideración de este Pleno, que el sentido del proyecto sea modificar la respuesta impugnada, esto derivado de que subsiste una parte de la respuesta, ya que el ente puso a disposición del particular para consulta directa la información requerida, lo que ha sido criterio de este Pleno para que el sentido de la resolución sea modificar.

Además el propio proyecto en su página 16 señala, “es importante destacar que en la respuesta impugnada el ente puso a disposición del particular para consulta directa la información requerida”, lo que hizo suponer que la dependencia detentaba en sus archivos la totalidad de los datos solicitados, etcétera.

Si bien, de acuerdo con los artículos 47, párrafo IV, fracción V y 54 primer párrafo de la Ley de Transparencia, los solicitantes tienen derecho a elegir la modalidad de acceder a la información, ya sea medio electrónico, copia certificada, copias simples, consulta directa, también es cierto que el ente puede satisfacer el acceso, el derecho de acceso a la información concediendo la consulta directa de la información derivado del volumen, para lo cual se deben exponer las razones que motivan y fundamentan el cambio de modalidad.

Entonces, tomando en cuenta el principio de buena fe, es decir, ya el ente está con un criterio de buena fe diciendo “por el volumen te concedo mejor consulta directa”, tomando en cuenta este criterio y el criterio del Pleno cuando subsiste una parte de la respuesta porque no se niega la información, simplemente es una asunto de la modalidad, la propuesta es en el sentido de que la resolución sea modificar la respuesta del ente y en tal caso, ordenarle que emita una nueva en la que en atención al procedimiento establecido en los artículos 50 y 61 de la ley elabore la versión pública de la información de interés del particular y la proporcione preferentemente en medio electrónico gratuito sin que ello implique procesamiento de la información, puesto que de no encontrarse en dicha modalidad, podrá proporcionarse en copia simple, previo pago de derechos y en su caso, funde y motive las razones por las cuales pone a disposición del particular la consulta directa de la información,

Ésta es en mi opinión una alternativa, porque la otra realmente sería confirmar la respuesta del ente, en virtud de que, de que ofrece la consulta directa e insisto, atendiendo al criterio de buena fe, ellos dicen “que dado el volumen lo mejor es que el ciudadano la consulte de manera directa”.

Esto no es un agravio, ¿no? Este procedimiento, esta posibilidad no se debe de considerar de ninguna forma un agravio para el particular, en el ejercicio de su derecho, sino más bien una forma en que el ente de buena fe y de manera responsable cuando no quiere hacer que el ciudadano incurra en gastos excesivos e innecesarios dada la información que requiere, pues es una alternativa, es un recurso que nosotros debemos de ubicar en ese sentido y no podemos estar cuestionando el volumen, lo que determina el ente porque eso en algún sentido sería algo subjetivo.

Yo, creo que hemos aquí establecido una sugerencia, una atenta solicitud a todos los entes para que en caso de que la respuesta involucre 50 páginas o menos, pues se tenga la buena fe para digitalizarlo y entregárselo al ciudadano, al particular de manera gratuita.

Pero en el caso de que ya el volumen sea mayor, pues obviamente, hay ahí un gasto que tienen que hacer por los costos de reproducción los ciudadanos y ese gasto, pues puede ser oneroso o no, dependiendo de que se entienda por oneroso y también el asunto es como bien sabemos desgraciadamente o no tan afortunadamente podemos calificar que la reforma última al Código Fiscal, pues dejó las copias en un peso, pero de cualquier forma, yo insisto, hay un gasto mayor por parte del gobierno, ¿no? Es decir, el costo real de esas copias no es de un peso, puede ser de más por la labor que implica de búsqueda en los archivos, fotocopia y las horas hombre, no es el caso del Distrito Federal, se ha procurado que siempre sea lo mínimo posible y en este caso, las tenemos en un peso que son de las copias más baratas a nivel nacional.

Sin embargo, creo que sí debemos dejar a salvo el criterio del ente para poder auxiliar al ciudadano y en vez de verlo como un agravio al ciudadano, debemos de verlo como una facilidad que el ente de buena fe le da para que no incurra en gastos excesivos.

Entonces, bueno, existe la propuesta que yo pongo media de modificar pero en su caso, existirá la otra de confirmar la respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Luis Fernando Sánchez Nava.
C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo, estaría de acuerdo con la propuesta que hace el Comisionado David Mondragón, en el que se funde y motive el cambio de modalidad, en ese sentido estaríamos de acuerdo.

Y también sugerimos precisar la orden en los siguientes términos:

Proporcionar el documento elaborado por la Ventanilla Única, donde conste que le entregó la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano cada una de las manifestaciones de construcción que ingresaron en la Delegación Benito Juárez en el año 2012, hasta la fecha de presentación de la solicitud de información. En caso de que la información contenga datos de acceso restringido, deberá proporcionarse en términos de los artículos 50 y 61 de la Ley en versión pública y deberá proporcionar la información, preferentemente en la modalidad solicitada; de no tenerla así, deberá proporcionarla en copia simple, previo pago de derechos.

Fundado y motivado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1020, Delegación Benito Juárez el motivo, perdón, el sentido, perdón, sea modificar, con el objeto de que se funde y se motive perfectamente el cambio de modalidad. De no ser el caso, pues deberá entregarla en la, como se solicitó, ¿sí? Obviamente en versiones públicas.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el Proyecto de Resolución RR.SIP.1020/2013, se recogen las propuestas de los comisionados ciudadanos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al Recurso 1047.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Benito Juárez, expediente RR.SIP.1047 de 2013.

Se solicitó la fecha de publicación del Manual Administrativo en su rubro de procedimientos vigente y copia y/o archivo informático del procedimiento o procedimientos que corresponden al comercio en vía pública.

El ente obligado fue omiso en responder el punto 1 y respecto al numeral 2 remitió en formato electrónico copia del Programa de Reordenamiento del Comercio en Vía Pública, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 16 de febrero de 1998.

El recurrente se inconformó porque lo entregado no correspondía en lo solicitado, en virtud de que se le proporcionó el Programa de Reordenamiento del Comercio en la Vía Pública y no el Manual de Procedimiento Administrativo vigente solicitado.

Sin embargo, del estudio realizado se advirtió que lo entregado corresponde efectivamente a lo solicitado inicialmente, motivo por el que se determinó infundado el agravio hecho valer por el recurrente, pues la respuesta emitida se encontró ajustada a los principios de congruencia y exhaustividad, previstos en el Artículo 6°, fracción X de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal de Aplicación Supletoria a la Ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Antes de dar la palabra, le damos, agradecemos la presencia del licenciado Omar Cortés, titular de la OIP de la Secretaría de Desarrollo Social. Igualmente a la licenciada Alejandrina Rojas Estrada del Instituto Electoral del Distrito Federal.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces, tiene la palabra el Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias, buenos días.

Yo no estoy de acuerdo con el sentido del proyecto que es confirmar, sino más bien modificar, por lo siguiente:

Le responden a la persona, bueno, se le hace la aclaración de por qué el Manual Administrativo no contiene la información de su interés, el documento que se le entrega, que es el Programa de Reordenamiento sí tendría la información que es de su interés, solamente que el documento que le entregan es de febrero de 1998. Sin embargo, en la página de internet del ente, de Benito Juárez, en lo que es la sección en la pestañita de noticias, ahí se encuentra y para ser más concreto noticias en la sección 14, ahí se encuentra la información respecto –y lo leo textual- “Presenta Benito Juárez Programa Integral de Reubicación y Reordenamiento del Comercio en Vía Pública”, viene una fotografía y en fin, el texto da cuenta de que el Jefe Delegacional hace la presentación de este Programa de Reubicación y Reordenamiento del Comercio en Vía Pública.

Entonces, pareciera ser una información o un documento más reciente, ¿no? Que sería sobre el cual además estaría actuando la autoridad por información que también dentro de esa misma sección de noticias, ahí también, pero de otras fechas ya más recientes de que no se va a tolerar y en fin, una serie de cosas. Entonces, solamente para que, y el sentido del proyecto, más bien mi propuesta es modificar para que el ente sea claro respecto de cuál es el programa que está vigente y que lo manifieste, si el vigente es el 98 entonces que lo exprese y entonces con eso estaría cumpliendo, pero si en realidad, como se presume, en realidad hay un programa más vigente, ¿no? No es más vigente, sino el más reciente quise decir, el vigente sería más reciente. Entonces, que lo manifieste y que además le haga la entrega de la información que corresponda.

Sería ésta nada más mi propuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo también propongo que la resolución sea modificar, pero por distintas razones, ¿no? Fundamentalmente porque creo, para abreviar, ¿no? Que el agravio no se contempla como tal en el proyecto, desgraciadamente se hace un resumen del agravio y no se plantea textual; lo cual creo que no debemos de hacer, porque cuando ponemos en el proyecto, no en la fichita que nos entregan, sino en el proyecto ponemos un resumen del agravio,  una síntesis del agravio, pues ya no podemos contemplar realmente qué es lo que está, de lo que se está agraviando. En particular, bueno pues los agravios, el agravio textual no el que trae el proyecto, porque esto se recogió del acuse del recurso de revisión, dice: “Con la entrega de una información distinta a la solicitada se me niega la información requerida -ése es el agravio- me entregan información distinta a la solicitada, ¿no? Y me está negando el acceso a la información requerida, por lo que se vulnera, se me vulnera y se contraviene el derecho de acceso a la información que es pública y que está en poder de la Delegación Benito Juárez, además se podría considerar una intención de mala fe de la autoridad administrativa, tratando de hacer creer y engañar”, etcétera, etcétera, éstas ya son opiniones, ¿no? 

Pero yo creo que en ese sentido, ¿no? Pues el agravio no es el que se presenta en el proyecto y el sentido del proyecto de confirmar la respuesta impugnada, pues no tiene a lugar, porque no se le está entregando la información que quiere, se le está entregando un programa, cuando él lo que pide es un manual, ¿no? Un Manual Administrativo, puede que el programa tenga unos procedimientos, pero no se puede entender como un Manual Administrativo, un Manual de Procedimientos, está pidiendo una cosa distinta y él lo está diciendo aquí.

Entonces, lo que el ente debió de haber respondido: “Pues es no existe -en su caso, suponiendo que así sea- no existe ese manual, ¿no? Y entonces, lo que te entrego es esto que está relacionado con el tema”, pero no hay pronunciamiento del ente respecto de que no existe ese documento y el particular se agravia de que exactamente no le están entregando lo que se está pidiendo, ¿no?

Por eso, yo creo que no puede ser confirmar, sino debe de ser modificar, para que en su caso se pronuncie por la inexistencia de ese manual o por qué es que le está dando otra información que no es la que él requiere.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias, buenos días.
Sí, evidentemente si uno lee el agravio puede generar cierta confusión, cierto desorden, digamos, a mí me sucedió, ¿no? Y estuve largo tiempo cavilando sobre el asunto y resulta, pues ya leyendo el proyecto, que evidentemente lo que pide, evidentemente es el Manual de Procedimientos sobre el asunto de vía pública.

Sin embargo, en el proyecto no se es omiso y se establece, prácticamente, el tema de que el asunto del Programa de Reordenamiento está todo lo que pide, el asunto de los procedimientos para vía pública, todos los procedimientos que piden existen ahí.

Entonces, por eso, digamos, vamos por el tema de que el proyecto finalmente, pues considera que entregado el Programa de Reordenamiento es, satisface los requerimientos de información.

Segundo, el tema del manual también hay un pronunciamiento en el propio proyecto, porque sí lo vemos y el manual lo que dice es básicamente un asunto de funcionamiento interno de la delegación, o sea, no es, digamos, lo que pide. Y lo que yo noté en el asunto del agravio es precisamente que en el agravio está ampliando el asunto de la solicitud, porque la solicitud lo que pide es la fecha de publicación de un referido manual y luego en el agravio se manifiesta con que no le entregaron el asunto del manual y el proyecto lo que hace es decir que está consentido el asunto, cuando en realidad, me parece, que habría que desvirtuarlo en términos de que está ampliando el asunto de la solicitud y modificar simplemente para el asunto de los efectos. 

Yo coincido con el Comisionado Torres Rogelio de que si existe un documento reciente en términos de… y satisface además la información requerida en términos de todo el procedimiento administrativo en vía pública que está solicitando, pues, digamos, lo aclare el ente y en esos términos, pues le indique en dónde obtener ese asunto.

Y nada más, digamos, yo lo traía reservado para, digamos, desestimar esta parte del agravio, pues en términos de que está ampliando la solicitud de información y no se refiere, pues al tema de la fecha de publicación del multicitado Manual de Procedimiento Administrativo, que como vemos, además es una cosa distinta a lo que está, a lo que quiere y que finalmente –salud- y finalmente lo que le da el ente satisface la solicitud de información con estas precisiones que hace el Comisionado, -es que hay un DJ, ¿no? Hoy, al rato del Pleno va a haber un DJ- es lo que se puede generar, ¿no?

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Creo que el DJ será por el cumpleaños de Mendiola, ¿no?

A ver, yo me lo había reservado por modificar, luego de escuchar al Comisionado Torres me fui por revocar, pero como comenté aquí con Luis Fernando, le decía modificar.

Son dos cuestiones que está pidiendo, ¿sí? La fecha de publicación del Manual Administrativo de su rubro de procedimientos vigentes, ¿sí? Eso no se lo dan y ya se agravia, ¿sí? Y digamos, aquí está el manual, ¿sí? Que trae una fecha, que de este manual, el Manual Administrativo, que es el del 09 del 04 del 12, ése le pudieron haber dado, no se lo dieron, ¿no me escuchó?

Decía, para separar, ¿no? Uno es la fecha de publicación del Manual Administrativo, eso no se lo dieron y de eso se queja, porque estoy de acuerdo con David que hace en su… aparte de que pueda ampliar, la primera parte del agravio es todo, ¿sí? De todo.

Entonces, por lo cual, también se está agraviando que no dieron la fecha de publicación, lo cual sí le pudieron dar el Manual Administrativo que es del 09 del 04 del 12, ¿no? Del 9 de enero, febrero, marzo, de abril del año 12. Entonces, por eso yo iba por modificar, para que leyeran esta parte.

Luego, con lo que nos dice el Comisionado Torres de que copia o archivo informático del procedimiento o de procedimientos que corresponde al comercio en vía pública, le entregan un Programa de Reordenamiento del Comercio de la Vía Pública, ¿sí? Que se publicó en la Gaceta el 16 de febrero –como ya lo habían dicho- de 1998, o sea, muy atrás. Ese manual que está en el expediente, bueno, ese programa sí trae los procedimientos, lo que él pide sí lo trae.

Entonces, pero veo, como dice Alejandro Torres: “A ver, espérense, espérense”, pero ya hay uno nuevo, ¿sí? Nos da la, que es un boletín, ¿no? Hasta dónde entendí.

Pero, hasta donde tenemos entendido y eso sería lo que nos haría resolver el asunto es si eso está publicado en Gaceta, parece que no, según entendimos y si no está publicado en Gaceta no es vigente, el vigente es éste, por lo cual, digamos, la segunda respuesta sí es satisfecha, la primera no porque hay que entregarle la fecha del Manual Administrativo, dice: “La información entregada no corresponde a la solicitud”, o sea, no le están entregando la fecha, ¿sí?

Entonces, lo que hay que entregarle simplemente es la fecha del Manual Administrativo, que sí la pide, ¿eh? La fecha, no en el segundo que amplía el agravio, ya en el segundo, no, no, pero en la primera, la primera, o sea, fecha de publicación, el agravio está ahí, ¿sí?

Sí vamos por modificar, yo modificaría para que le entregaran la fecha de publicación del Manual Administrativo, el dos yo lo doy por satisfecho, ¿sí? Por eso es lo que se sostiene, porque la copia o archivo informático del procedimiento sí se lo dieron porque el Programa de Reordenamiento que le entregaron contiene los procedimientos.

La otra cuestión es que, hasta donde tenemos entendido, dado que el otro programa no se ha publicado en Gaceta no es vigente y entonces el vigente es esto y es lo correcto. Entonces, yo iría por modificar, simplemente para entregar la fecha de publicación del Manual Administrativo.

¿Quién va?

Ah, una pregunta, Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- De lo que acaba de comentar el maestro Guerra, nada más me queda duda si usted está de acuerdo, entonces, o ya no, porque ésa es la duda nada más ¿eh? De que como decía yo, aparentemente o presumiblemente hay un programa más reciente, sería el ente el que tiene que aclarar, ¿no? Si es vigente éste de octubre de 2012 y, en su caso, si efectivamente fue publicado en Gaceta y es el vigente, pues ese correspondería que tendría que haberse entregado, porque además es el que contiene la información de su interés, ¿no?

Si no fue publicado en Gaceta, entonces el vigente sería el del 98, pero que nos haga la aclaración, dado que como en su sitio de internet, en la sección de noticias, en la página 14 dice ahí que presenta el Jefe Delegacional, además está la reseña que hace ahí el propio ente, que fue un acto del Jefe Delegacional con el Secretario de Gobierno, en fin, de la ciudad y todo, da una serie de detalles, cita textuales, en fin, de ese programa. Entonces, por eso es que genera la duda, exactamente, sería eso y saber si así entendí o ya no está usted de acuerdo con ello.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Respuesta Comisionado Presidente.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Ahora, nada más, perdón, ya nada más aclaro, correcto, correcto, sí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí estaría de acuerdo, pero que nosotros no demos la orden que le entregue ése como si fuera el vigente, sino que haga la aclaración, por qué le entregó éste y en la página de noticias aparece, la aclaración puede ser, no está en Gaceta todavía, entonces, el vigente se lo entrega, ¿no?

Ahora sí Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- De acuerdo con la propuesta que hace para que se maneje en la orden y yo iría también por modificar. Pareciera haber una confusión en el tema del agravio, la primera solicitud dice fecha de publicación, fecha, no dice, no te solicito el Manual Administrativo; ya en el agravio dice que no le entregaron el manual, el manual nunca lo solicitó, nunca.

Entonces, por eso es modificar para que entregue la fecha y ya con las acotaciones que, o a ver, el Comisionado Mucio si trae otra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Pero la aclaración es, o sea, de acuerdísimo con lo que dice el Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava, porque lo que pide en la solicitud, digamos, primigenia es fecha de publicación del Manual de Procedimiento. A lo largo del proyecto vamos a ver que Manual de Procedimiento es un, es un Manual Administrativo de, digamos, de ordenamiento de la propia administración de la delegación y que no tiene nada que ver con lo que pide, por eso le da el Programa de Reordenamiento.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, son dos preguntas distintas.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Exacto, pero y le da eso.

Y en el asunto del agravio lo que le dice, la información entregada no corresponde a la solicitada, sin duda alguna, el agravio es general, pero dice: “En virtud, ¿no? De que le fue entregado el Programa de Reordenamiento de Comercio en Vía Pública y no el Manual de Procedimiento Administrativo vigente” y cuando dice no el Manual de Procedimiento Administrativo vigente, nunca pidió el Manual de Procedimiento Administrativo vigente, lo que pide es el asunto de la fecha de publicación del manual.

Por lo tanto, a la literalidad, está ampliando la solicitud de información, ¿qué hacemos nosotros en el proyecto? En el proyecto simplemente decimos que son actos consentidos y decimos que, pues en cuanto al requerimiento 1 de la fecha de publicación no se inconformó y ya, y nos vamos al análisis del segundo requerimiento, que es el tema de, del archivo informático del procedimiento sobre el asunto de vía pública.

Yo lo que creo es que, yo planteaba una alternativa, como en principio lo planteó el maestro, que es, digamos, la suplencia de la deficiencia de la queja, pero el problema es que hacer eso nos va a llevar, digamos, a otra cosa, porque si nosotros le decimos dale la fecha, que no está, digamos, en el asunto del agravio nos va a hacer, hacer la suplencia de la deficiencia, pero de la solicitud. Entonces, ahí tenemos un problema.

Yo lo que creo es que el proyecto debería, básicamente, desvirtuar, digamos, el requerimiento 1, a través de decir que está ampliando la solicitud, o sea, digamos, no está pidiendo la fecha, sino el manual en el agravio, cosa que no pidió. Entonces, y con eso y nada más con las adecuaciones pertinentes para que se pueda pronunciar el ente sobre si tiene un Programa de Reordenamiento más reciente que el de 98 y tan, tan.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pues yo creo que, ya más o menos, en mi opinión, están claros los argumentos y efectivamente, yo también manifiesto que me queda claro que no se pide el Manual Administrativo, sino que se pide la fecha, pero al respecto, pues hay que decirlo, como dice bien el maestro Guerra, no se entrega la fecha, entonces, ya con ese solo detalle no podemos confirmar, ¿no? Todos estamos por modificar.

Y luego el otro es que el mismo proyecto induce a error, porque dice que está encaminado a establecer que el ente obligado negó la entrega del Manual de Procedimientos, así dice textual el proyecto. Entonces, cuando uno lo lee dice: “Pues está encaminado a ver si negó el Manual de Procedimientos vigente, etcétera, ¿no?”

Y luego lo otro, pues no sé si se quiera introducir la idea de que pues al entregar el manual, pues ahí viene la fecha, ¿no? Y yo creo que eso sí no puede ser aceptable porque a diferencia de otras leyes y otros órganos garantes del país, donde cuando hay una solicitud de información a lo único que se reducen es a decir: “Ah, sobre el tema que tú preguntas ahí te van tales documentos”, el ejercicio del derecho en el Distrito Federal no es así, sino que damos respuesta puntual a todas las preguntas.

Y en este sentido yo me iría por la parte, pues más sencilla, que efectivamente no entregó la fecha, que en ese sentido se debe de pronunciar.

Y lo otro, que bien han manifestado, con la confusión de lo que se publicó, pues que se pronuncie al respecto, que aclare esa circunstancia nada más.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, fecha de publicación del Manual Administrativo, no se lo dio, solicitud. El agravio no es el que usted leyó, el agravio es el que viene aquí en el recurso, ¿sí? Que no está la transcripción, digamos, en el recurso textualmente, digamos, como un resumen, ya lo había dicho, el agravio dice: “Con la entrega de una información distinta a la solicitud se me niega la información requerida, por lo que se me vulnera y se contraviene el derecho de acceso a la información que es pública y que está en poder de la Delegación Benito Juárez, además se podría considerar una intencionalidad de mala fe de la autoridad administrativa, tratando de hacer creer y engañar a la que promueva, que un Programa de Reordenamiento del Comercio en Vía Pública es el documento Manual Administrativo que contienen los procedimientos de la delegación y que cumple con los requerimientos y forma que exige la Coordinación General de Modernización Administrativa”.

Vamos, toda la delegación tiene un Manual Administrativo, en ese Manual Administrativo deben estar los diversos procedimientos que la delegación lleva para cumplir sus diversas funciones, y una de las funciones, digamos, que tiene es, digamos, el de Reordenamiento del Comercio en la Vía Pública, ése es un programa, etcétera. Debe de tener su programa, eso no tengo problema y su programa tiene procedimientos; yo digo que aquí su agravio no es válido porque el programa que le entregar, aparte de que nos haga la aclaración, ¿sí? De la fecha, de tal, tal, sí trae los procedimientos, esos procedimientos deben ser parte del Manual Administrativo, fue lo que él no entendió, el programa, tienes un programa pero tiene sus procedimientos, esos procedimientos deben estar en el Manual Administrativo de la delegación también, deben ser parte, ¿sí? Porque son procedimientos para tal, pero sí se lo está entregando, porque eso yo digo que esa parte el agravio no, tal, tal, sí, lo que puede hacerse y ordenar que estamos ahí de acuerdo, es que aclare cuál es el vigente, porque en su portal trae una cosa y está, ahí estamos de acuerdo todos, ¿no?

La primera parte, vuelvo a insistir, fecha de publicación no se la contesta, sí se agravia de ella diciendo que no le entrega la información, ¿sí? Completa. Entonces, ahí está, simplemente modificar para ordenarle entregue la fecha de su Manual Administrativo, ¿sí? Y la fecha, perdón, y aclare cuál, digamos, de este programa es vigente, si el que usted entregó o el que está, digamos, anunciado en su portal.

Ah, la solicitud, el recurso, es el recurso.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Lo que pasa es que, sí, en el agravio dice: “Con la entrega de una información distinta a la solicitada, se me niega la información requerida” Y ahí, con la fecha, con el, se le está negando, sí, y dice: “Y se contraviene con el derecho de acceso a la información que es pública y que está en poder de la Delegación Benito Juárez” y luego ya, además, además, o sea, no por esto y en virtud de, además, sí, se podría considerar una intencionalidad de mala fe de la autoridad administrativa, ta, ta, ta, tratando de hacer creer y engañar a la que promueve que un Programa de Reordenamiento del Comercio en Vía Pública es el documento Manual Administrativo que contiene los procedimientos delegacionales y que cumple con los requerimientos y forma que exige la Coordinación General de Modernización Administrativa, pero dicen: “Además, me agravia esto, pero además esto también”. 

Entonces son, digamos, hasta podríamos decir que hay dos agravios separados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo creo y lo que tenemos que hacerla es decir por qué, separarla primero y decir por qué no es válida, porque si sólo le hubiera entregado el Programa de Reordenamiento yo estaría de acuerdo, o no lo vio completo, ¿sí? Porque el programa trae los procedimientos, si no trajera los procedimientos entonces sí, entonces decirle: “No, no te están engañando, ¿sí? El programa que te entregaron contiene los procedimientos, por lo cual tu solicitud ha quedado satisfecha”, lo que sí delegación aclárame por qué, digamos, tienes esta entrega de éste y por qué tú tienes publicado otro nuevo programa, ¿sí? Y ahí tenías que hacer la aclaración.

Y la otra, creo que es parte del primer agravio, la información no fue completa, o sea, no le entregaron la fecha del manual, entonces modifiquemos para estos dos conceptos la entrega en la fecha del Manual Administrativo –que vuelvo a decir- es el 09 del 04 del 12 y le aclaren este asunto de qué Programa de Reordenamiento en Vía Pública es el vigente, si el que entregó por qué razones o el que está ahora en su página anunciado.

Adelante Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias.

Es que si leemos en su forma integral, tanto la pregunta y después el agravio y por eso decía hace un momento, yo le decía al Comisionado Sánchez Nava que la segunda parte del agravio es importante. 

Me da la impresión que la persona está convencida de que existe un Manual de Procedimientos, un Manual Administrativo de Procedimientos, en el cual está contenido el procedimiento o procedimientos que corresponden a comercio en vía pública, bien, y el proyecto le explica que habiendo revisado el Manual Administrativo de Procedimientos, el documento que se llama como tal, pues ahí no se encuentra nada, ¿no? De lo que… pero como él pidió y además yo creo que fue un error aquí de la persona, no sé, el haber dividido en dos, pero la segunda parte, el rubro 2 de su pregunta es copia y/o archivo informático, copia y/o archivo informático del procedimiento o procedimientos que corresponden al comercio en vía pública y se le explica que eso no está en ningún manual, eso está en un documento que se llama programa, tal, tal, y claro, es del 98, el cual yo ya comentaba que nada más nos aclare si es ése o es uno más reciente, de acuerdo a la evidencia que se encuentra en su página de internet.

Pero la información del procedimiento para, que tienen que ver con el comercio en vía pública está en ese programa, no en un manual. 

Ahora, si nos vamos a la literalidad, bueno, pues lo que pide es fecha de publicación del Manual Administrativo en su rubro de procedimientos vigente, o sea, el Manual Administrativo de Procedimientos, ¿no? Y ésa es otra cosa, ¿no? Pues sí, podría interpretarse que faltó esa fecha, no sé, yo no estoy tan convencido al final, o sea, más bien creo que la interpretación que hace el Comisionado Mucio me parece correcta, pero es cosa de revisarlo, digo yo, en su integralidad.

A mí me da la impresión, por la forma en cómo redacta su agravio, que está persona sigue convencida de que, porque hasta dice: “Pues cómo me das un programa si yo te estoy pidiendo un manual, ¿no? El de procedimiento, cómo crees que un procedimiento del comercio en vía pública va a estar contenido en un programa y debe estar contenido en un manual”, bueno, pero el proyecto ya le hace la aclaración, o sea, en el manual no está, está –aunque no lo creas- está en el programa, ¿no?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- O sea, yo estoy de acuerdo con la interpretación y la lectura que hace el Comisionado Torres Rogelio, porque me parece que sí, la persona está convencida de que en el manual, o sea, en el Manual Administrativo, ahí se contienen los procedimientos en términos delegacionales para el comercio en vía pública, y en realidad aunque, por increíble que parezcan, está en el Programa de Reordenamiento de la delegación y es lo que le da y con eso, evidentemente nosotros estamos diciendo, digamos, el requerimiento de la solicitud de información, digamos, está respondido en esos términos, ¿no?

A mí me parece que ciertamente, el asunto del agravio sí, en primera instancia dice: “Es una información distinta a la que me dan” y es distinta y lo intenta explicar, ¿por qué? Porque dice: “Me quieres dar un Programa de Reordenamiento que no es el documento”, dice en el agravio, documento Manual Administrativo que contiene los procedimientos delegacionales, ¿no? El documento, que es distinto a lo que solicita, “Dame la fecha de publicación del Manual Administrativo”, o sea, es, digamos, dos requerimientos.

Yo entiendo, evidentemente que con el asunto de la fecha de publicación del Manual Administrativo, puedes tener acceso al documento, en dado caso de que esté publicado, pero este Manual Administrativo es una cosa interna de la delegación, es un asunto que organiza la función de la propia delegación, y por lo tanto, es un documento interno, en donde además, o sea, si uno lo revisa no tiene nada que ver con lo que está pidiendo la persona, dárselo no abonaría tampoco en términos de lo que está requiriendo, porque es un manual.

Y yo insisto, aunque parece increíble, todo lo que está pidiendo está en el Programa de Reordenamiento en Vía Pública, publicado en 98, que es hasta donde tenemos, hay una declaración ahí pero, digamos, eso que lo aclare, ¿no? Que se haga una declaración, pero yo sí leo el asunto del agravio como el asunto de que el documento Manual Administrativo, que es distinto a la fecha de publicación del Manual Administrativo.

Yo digo que en ese sentido, sé que hay que garantizar el asunto del derecho, pero está la persona ampliando el asunto de la solicitud de información, está metiendo un nuevo requerimiento en el agravio, porque dice: “No me diste el documento, Manual Administrativo”, pero lo que tú solicitaste está colmado con el Programa de Reordenamiento, nada más digo, ésa es la consideración, digo, creo que ése es el único detalle que faltaría afinar, por lo demás todo el mundo estamos de acuerdo en que se debe de pronunciar, que se debe modificar, etcétera, etcétera, por lo que se ha expuesto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Los que estén de acuerdo en una cuarta vuelta, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, el Comisionado no iba, primero la pidió Luis Fernando, nos la pidió primero él, Comisionado, él iba en tercera vuelta, ¿no?

Comisionado Luis Fernando Sánchez Nava.

Sí te dije quién va primero.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Y yo creo que sí se genera confusión por cómo viene en el proyecto, cambia la palabra de además por en virtud, ahí está la clave, son dos agravios y, por eso todo mundo entró en, entramos en confusión, si hubiera sido, digamos, se hubiera manejando desde un principio, creo que a todos nos hubiera quedado claro y sí se deben de separar los dos agravios; por lo tanto, sí queda contemplada la falta de entrega todavía de la fecha del Manual Administrativa.

Sí pide el documento en el agravio, pero ya está ampliando la solicitud de información y al ampliar la solicitud de información, ah, no, pero eso si juntáramos el agravio en virtud, o tal, tal, pero son dos agravios diferentes, ahí está la diferencia. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Si no hay alguien antes del Presidente, tendría la palabra el Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, es que son dos solicitudes, fecha de publicación del Manual Administrativo, hay un Manual Administrativo, se publica, da la fecha. Y el otro la copia, puede informar del procedimiento, es cierto, él pudo entender el solicitante, que a la mejor el procedimiento estaba en el Manual Administrativo, que hay que checar si no está, lo que pasa es que el Manual Administrativo, no…

Bueno, pero, hasta le dice: “Se debe entregar la información, tal, tal”, le pone la ley en la manera en que se detenta, dice: “La dirección en cita proporcione respuesta mediante el oficio tal, mismo que se adjunta a la presente para mejor proveer, dicha información se expide atendiendo el Artículo 11”.

Es decir, la información se proporcione en el estado que se encuentre en los archivos del ente obligado, ¿sí? No está en el manual, está en el programa, le entrega el programa y el programa trae su presentación, sus antecedentes, su diagnóstico, pero en la página 17 inicia: “Procedimientos para el registro y las autoridades, de acuerdo a la normatividad vigente”, hasta él dice después aquí, dice cuando habla del procedimiento: “Permisos, extensión de renovaciones”, pone como ejemplos, bueno, de la afectación de la vía pública la determinación de las áreas destinadas a la reubicación, de la extensión de las áreas destinadas a la reubicación de los permisos, ¿sí? Todos los procedimientos de la regulación y renovación de los permisos de la instalación de los puestos, de la forma a los puestos de…
Esta parte queda satisfecha, sólo este asunto que nos tendrá que aclarar, por qué le entrega éste y ya hay otro en su portal, cuál es el vigente, esa parte. El otro no está satisfecho por ninguna parte y no es que alargue los agravios y en el agravio esté pidiendo otra cosa que no pidió en la solicitud, la solicitud está clara de una fecha que no ha sido entregada y que puede ser perfectamente entregada, hay un Manual Administrativo, que es lo que pregunta, dice: “Con los procedimientos vigentes”, no dice los procedimientos de la vía pública, los procedimientos a procedimientos, puede ser cualquiera, por ejemplo aquí bajamos uno, el procedimiento, elaboración del registro contable, los movimientos y el, digamos, actualizados del 09 del 04 del 12, eso es lo que le debe dar, ¿sí? Punto.

Yo creo, y bueno y vamos por modificar obviamente.

Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Yo, o sea, digamos, en la parte de, digamos, hay consenso, la única parte que tiene que ver con el asunto de la fecha de publicación del Manual Administrativo. Sabemos que ese Manual Administrativo no contiene los requerimientos de información, o sea, no lo tiene, ¿no? O sea, ya lo vimos, eso no está en duda.

Y también el asunto del agravio leído de manera integral, porque además no hay un punto y aparte, ¿no? A mí me parece que está pidiendo el documento Manual Administrativo, o sea, el documento Manual Administrativo y no la fecha y ahí, me parece que sí hay un pequeño matiz, o sea, finalmente, el tema es el agravio, es no me diste el documento Manual Administrativo y lo que está pidiendo es la fecha.

Entonces, digamos, ése es el único, el único, digamos, elemento y diferendo que yo veo, que está ampliando el asunto de en el agravio la solicitud, porque pide la fecha y no el documento en el requerimiento de solicitud y en el agravio dice: “No me diste, o sea, me agravio de todo porque además me quieres engañar con una cosa que no es, pero además, no me diste el documento Manual Administrativo” ¿cuándo pediste el Manual Administrativo? Lo que pediste fue la fecha de publicación, pero no se agravia de que no le ha dado la fecha, digamos, ése es el único diferendo, ¿eh? O sea, yo creo que ahí finalmente está ampliando el asunto de la solicitud. Me parece que el tema de haberle dado además el ente, sí hay como dicen, yo digo que hay buena fe, le dice: “No, lo que tú quieres es esto” y se lo da, ahí está todo lo que quieres en cuanto a vía pública.

Entonces, yo nada más veo ese pequeño matiz en términos de que sí hay una ampliación del asunto de la solicitud del primer requerimiento, que es en cuanto a la fecha y no el documento.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más? Si no, voy a someter a votación.

Tenemos una propuesta general, que todos estamos de acuerdo, que es la de modificar. Y la otra es un matiz; yo creo que en este caso sí podemos votarla toda, la vez pasada era una cosa totalmente distinta.

Entonces, primero voy a votarlo en general y luego para pasar a lo particular.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 1047, Delegación Benito Juárez el sentido, en lo general, sea modificar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En lo general, aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Y en lo particular tendría dos propues… hay dos propuestas en la mesa. Una, que se modifique para que haga una aclaración respecto a la vigencia de la solicitud del punto 2, ¿no? Porque una la entrega y otra está en su portal, hay un hecho notario ahí que tendrá ellos que aclarar, ¿no?

Los que estén de acuerdo, lo voy a votar todo, ¿sí? Esto y luego voy a votar lo otro, a favor y en contra.

Aquellos que estén de acuerdo en que se haga esta aclaración, digamos, de las fechas de este segundo requerimiento por lo ya comentado, favor de manifestarlo.

Luego voy a votar la otra propuesta, que ésa la voy a votar a favor y en contra, ¿sí?

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Perdón, en lo particular de que se aclare sobre el punto 1, ¿verdad? Fue por unanimidad, el punto 2, perdón, fue por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Y vamos al punto número 1, sí, por eso la dejé al final, porque ahí no vamos de unanimidad, en las otras sí vamos de unanimidad.

Aquellos comisionados, digamos, la propuesta es que estén de acuerdo en que se entregue la fecha de publicación del Manual Administrativo, entonces, voy a poner a favor y en contra.

Los que estén a favor de que se entregue esta fecha, favor de manifestarlo.

Los comisionados que estén en contra, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Respecto a la propuesta en lo particular, es que ya estamos en la votación.

La propuesta de que dentro de la instrucción se diga que se debe de entregar la fecha: tres votos de los comisionados Oscar Guerra, Luis Fernando Sánchez y David Mondragón.

En contra de esta propuesta: los comisionados Mucio Israel Hernández, Alejandro Torres.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más una observación, digamos, respecto al asunto del último tema votado, yo creo que no podemos votar en términos a favor o en contra de se entregue o no, sino yo creo que debe de haber una propuesta en términos de lo que vamos a ordenar, ¿no? O sea, porque finalmente no es un asunto de simplemente decir: “Pues no la entregues o sí la entregues”, me parece que debe de haber una propuesta sobre la mesa de cómo se entrega el asunto de la fecha de publicación.

¿Por qué? Porque tiene que ver con cómo está construido el proyecto, que en el proyecto lo que viene es el asunto de lo da por consentido. La propuesta que yo hacía es que más bien se desestimara por el asunto de que está ampliando la solicitud y el asunto es cómo la entrega, porque finalmente tendría que venir la suplencia de la deficiencia de la queja, pero en términos fraseados, porque si no estamos dejando muy abiertas las resoluciones de este Pleno y me parece que eso mete en incertidumbre a todo mundo.

Entonces, yo creo que no podemos votar en términos de a favor o en contra una cosa así, sino tiene que haber una propuesta específica de cómo se va a ordenar la entrega de la información, sobre todo por la cuestión técnica de cómo hacer la suplencia de la deficiencia de la queja, según yo entiendo, porque no está fraseado así.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, Comisionado Luis Fernando; yo pregunté así la votación así, no tengo problema si podemos repetir esa parte con el objeto de que el engrose quede lo mejor posible, digamos, en ese sentido, recojamos la propuesta de cómo lo hacemos.

Comisionado David Mondragón y luego Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Ya fue votado y no sé si hay algún obstáculo. Yo en lo particular no tengo ningún obstáculo por retomar el asunto, pero el Secretario Técnico es el que nos puede decir si se vale o si no se vale.

Ahora bien, nada más precisando; creo que precisamente lo que votamos fue qué iba a ir en la instrucción, ¿no? Y votamos que en la instrucción vaya porque, creo que era la preocupación del Comisionado Mucio Hernández que quedaba raro, ¿no? Y que lo que había que votar o lo que había que ver era la orden.

Y precisamente lo que votamos, en mi opinión, digo, así yo lo interpreté, es la orden, que la orden vaya y que le diga: “Entréguese la fecha”, entonces yo creo que ya, en ese aspecto ya está.

Ahora, bueno, ya no vuelvo a la argumentación del asunto, porque yo creo nada más, en general, que el agravio sí contempla, porque dice literalmente: “Con la entrega de una información distinta a la solicitada se me niega la información requerida”, eso es lo que dice textualmente el agravio. Eso significa que la información que me dieron, me estoy agraviando de toda, de todos los puntos que me dieron y eso implica el 1 que no me dieron la fecha. Adelante.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí votamos la que se ordene la entrega de la fecha, lo que hay que hacer congruente con el proyecto; yo lo mencioné en su momento que hay que separar el agravio, son dos agravios y en el primer agravio contempla la inconformidad de toda la información, con eso ya no hay que hacer suplencia de quién sea la queja, no se agarra, precisamente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, los que habíamos, ya no repetiríamos la votación, sino haríamos, digamos, la explicación, la precisión para, o sea, a favor, fueron tres votos para que respecto al punto número 1, porque los comisionados, digamos, es de tres considerar de que sí es parte de los agravios, ¿sí? Se debe entregar la fecha de publicación del manual. 

Y hubo dos votos porque consideraron que no se agravió sobre el punto número 1, en vez de en contra, ¿sí? Que está ampliando el agravio y que no se, y se desestima el mismo, ¿no? Eso sería los dos votos para que no sea a favor o en contra, sino tres votos en que se entregue, por qué se considera que es parte del agravio, ¿sí? Que sí se agravió del punto número 1, por lo cual se ordena se entregue la información.

Y la otra es que, digamos, no exis… se amplió los agravios y, digamos, no se agravió específicamente del punto número 1, ¿sí? Entonces, así lo dejaríamos.

Y vamos a pasar al siguiente recurso de revisión, si nos hace favor.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Consejería Jurídica y de Servicios Legales, expediente RR.SIP.0961 de 2013.

Se requirieron cuatro expedientes o documentos que tuvieran relación con el Decreto de Expropiación publicado el 24 de diciembre de 1942 en el Diario Oficial de la Federación.

El ente obligado respondió que realizada la búsqueda en los archivos y registros de la Dirección General Jurídica y de Estudios Legislativos, no se localizaron dos expedientes específicos y respecto del diverso con terminación 146 le indicó al particular que debía solicitar las copias certificadas por escrito, presentándose ante la Dirección de Legislación y Trámites Inmobiliarios, donde debería acreditar fehacientemente su interés jurídico.

El recurrente se inconformó porque se señaló que en caso de que no encontrase los expedientes referidos, requería cualquier expediente relacionado con el decreto de expropiación mencionado, situación que no le informaron, existiendo omisión por parte del ente; lo cual le producía agravios, pues no se entregó lo solicitado y se exigían requisitos extras que no eran necesarios para proporcionarlo.

En ese sentido, del estudio realizado, se determinó que no se requiere acreditación de interés jurídico u otro requisito adicional para solicitar información, aunado al hecho de que derivado de la temporalidad, el único expediente localizado, éste debió causar estado conforme con las diligencias remitidas; por lo que la Consejería se encontraba en posibilidades de proporcionarlo y en relación al resto de los expedientes omitió realizar una búsqueda en su archivo de concentración e histórico, debido a que éstos pudieran contener los mismos, transgrediendo el principio de certeza jurídica.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pues es muy similar al, no me acuerdo si fue el primero que votamos, en el asunto de que la orden no creo que sea ser revocar, sino debe ser modificar por dos razones, ya que en la respuesta emitida por el ente obligado se advierte que subsiste la búsqueda, localización del expediente número H1141/146, a través de la Dirección de Legislación y Trámites Inmobiliarios; por lo que no es posible revocar este acto o tenerlo como no válido.

De igual forma, la orden debe ser categórica a efectos de que se ponga a disposición las versiones públicas, previo pago de derechos, eliminar la página 16 en el considerando cuarto, lo señalado o referente a la extemporaneidad de las diligencias para mejor proveer, en su caso, éste se debe incorporar en el considerando quinto y realizar una recomendación para que se abstenga, digamos, de hacer esas diligencias de forma extemporánea e incorporar en el resultando el acuerdo de ampliación del plazo, el cual se dictó el 17 de julio del 2013.

Pero principalmente es la de modificar, dado que sí se localizó y se puso a consulta directa parte de la solicitud, en ese sentido, ¿no? Obviamente y con todo lo demás estaría de acuerdo, ¿no? De que funde y motive otras modalidades, ¿no? Alternativas. Si no hay más, voy a someter a votación.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el Recurso 0961, Consejería Jurídica y Servicios Legales el sentido sea modificar por lo ya señalado, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el Proyecto de Resolución RR.SIP.0961/2013

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Xochimilco, expediente RR.SIP.0989 de 2013.

Respecto de la Consulta para elegir Coordinador Territorial en Santa Cecilia Tepetlapa, celebrada el 24 de febrero del presente año, se solicitó la lista de todos los votantes que participaron, los nombres de los candidatos, los votos que obtuvo cada uno de ellos y los votos nulos.

El ente obligado respondió que la lista de todos los votantes que participaron en la consulta era información confidencial. Asimismo, entregó una tabla en la que se incluía la información referente a los nombres de los candidatos, los votos que obtuvo cada uno de ellos y los votos nulos.

El recurrente se inconformó porque la delegación omitió atender su derecho a la petición de información pública al no proporcionarle completamente lo solicitado, ya que si bien podría ser que la lista original contuviera el domicilio, clave electoral y sección electoral, suponiendo que esos datos fueran de acceso restringido, el nombre y apellidos no lo eran, razón por la cual podría entregar lo requerido omitiendo los datos restringidos.

En ese sentido, del análisis realizado a las documentales clasificadas por el ente y exhibidas como diligencias para mejor proveer, se advirtió que contiene datos que se consideran como confidenciales, tales como la dirección, la clave de elector y la sección electoral. Sin embargo, respecto del nombre de los votantes, ha sido criterio de este Instituto considerar el nombre como un dato personal, susceptible de divulgarse, cuando no concurran elementos que permitan que su titular sea identificado o identificable, situación que se presenta en el caso de estudio; motivo por el cual deberá desclasificarse el nombre de los votantes y entregar la lista de los participantes en la consulta referida en la solicitud.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Sí, muchas gracias.

Yo quisiera proponer a este Pleno la valoración del proyecto que se nos propone, en términos de que hay una clasificación que hace la propia Delegación Xochimilco para una elección de coordinación territorial, hace una clasificación, precisamente, del listado de la gente que participó en el mes de febrero con la elección ésta. 

Y yo iría, precisamente, por confirmar el asunto de la clasificación que se hace en ese sentido, por una serie de consideraciones; en primera instancia porque es, digamos, conocido de todo mundo, simplemente como contexto que las elecciones de coordinaciones territoriales es un mecanismo, digamos, de excepción, que está garantizado también por el Marco Constitucional en su Artículo 2°, que tiene que ver con los usos y costumbres y la forma en que eligen a sus propias autoridades los pueblos originarios, está establecido ahí.

Y segundo, nada más de manera referencial, que todas las elecciones de coordinaciones territoriales en los pueblos que se dan generan un conflicto, digamos, de gran envergadura. Pero lejos de este asunto que simplemente es contextual, me parece que podemos generar un asunto en donde podríamos confirmar la clasificación de los nombres, atendiendo, precisamente, a que tenemos enfrente una ponderación, digámoslo así, de derechos, el derecho a la autodeterminación, el derecho a darse una forma de representación y de gobierno específica en una comunidad, frente al derecho, por supuesto, de acceso a la información pública.

Y ponderando el asunto de estos derechos, me parece que el interés colectivo, siempre en la armonía y en la posibilidad de generar un mecanismo de paz y tranquilidad en el pueblo pudiera, precisamente, ponderarse con mayor peso respecto al asunto del derecho al acceso a la información. Porque además en la clasificación que se hace, varias características; primero, estamos hablando de un pueblo, que es un pueblo específico, donde todo mundo se conoce de que es una comunidad, digamos, una de las características que tienen, precisamente, los pueblos originarios, es que existen rasgos identitarios, específicos y muy fuertes.

Segundo, que es una lista de electores de 1,500; es decir, son plenamente identificables y que además en la lista que se entrega son cinco columnas, como ustedes pudieron leer el asunto y en las cuales se encuentra, bueno, un número progresivo, el nombre, la dirección, la sección electoral y la emisión del asunto del voto. Es decir, si participó o no en el asunto de la consulta.

Si nosotros cruzamos, precisamente, el nombre con la emisión del voto, estamos haciendo un asunto de identificación de las personas, de quién fue a participar. Y me parece que también ahí tenemos una cosa que hay que ponderar, el asunto de que el derecho fundamental a la participación y la elección tiene, en México, una serie de características, es libre, es universal y sobre todo es secreta, y en ese sentido, me parece que sí necesitamos generar un mecanismo que proteja, precisamente, al asunto de las personas, porque no estamos hablando de funcionarios, no estamos hablando de servidores públicos, estamos hablando, precisamente, de personas en un momento de elección, en un momento de participación y en un momento en donde se refleja hasta una serie de posiciones que podemos calificar como sensibles y muy personales, que es el asunto de por quién emitir un voto o una cosa.

Con estas consideraciones, me parece que deberíamos de confirmar el asunto de la clasificación hecha, ya se dio una serie de requerimientos, no es el único que se pidió, ya se dieron, se cumplieron, digamos, básicamente con una serie de requerimientos de información respecto al mismo evento, se colmaron y sólo quedaría el asunto de la lista, pero esa lista, me parece que podría muy bien encuadrarse hasta en el Artículo 16 de nuestra Ley de Datos Personales, en donde finalmente se requiere un asunto de consentimiento para poderse transmitir; eso no ha sucedido, eso además está resguardado por un convenio entre el Instituto Electoral y la propia delegación, porque no es un listado que se, digamos, que se establezca de manera aleatoria, sino es una lista nominal, ¿no? Que se desprende del Padrón Electoral. Y en este sentido, me parece que necesitamos resguardar los datos personales, la confidencialidad de la persona y la seguridad del asunto, porque estamos hablando de personas de a pie y no de funcionarios.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, pues secundando lo que menciona el Comisionado Mucio Israel, creo que el sentido debe ser confirmar la respuesta, dado que sí se entregó la lista, perdón, sí se entregaron los nombres de los candidatos, lo cual, pues obviamente es una información pública, los votos que obtuvo cada uno de ellos, lo cual también es importante y los votos nulos que luego también es un dato importante. Todo esto fue entregado, el único asunto y también, digamos, es el único agravio, también hay que decirlo, es sobre la lista de todos los votantes, digamos, de ese día, de un día específico, en un lugar específico que, y como ya lo dijo el Comisionado Mucio, pues un padrón que anda alrededor de 1,500 personas.

Creo que el dar a conocer los nombres de estas personas, pues digamos, primero es revelar un dato de un derecho que se tiene, pero que voluntariamente se ejerce, quien quiere ejerce y quien no lo tiene, digamos, no forzosamente, digamos, lo tiene que hacer, lo cual ya los pone en una situación, ¿no? En una situación de, pues apolítico o no, o sea, tú no participaste, entonces no, no, no, o tú participaste, ándale, sí -está bueno el DJ-

Y la otra, pues obviamente esto puede llevar y más en un número tan pequeño, pues obviamente así poder identificar, digamos, a aquellos que votaron de aquellos que no votaron, digamos, con la lista y a la mejor, como dice: “Oye, pues tú habías quedado conmigo, equis, etcétera, etcétera”, y en una de esas de andar induciendo resultados de quién votó por quien, ¿eh? Digamos, en un círculo tan pequeño y lugares, como lo dice muy bien el Comisionado Mucio, donde posiblemente hay mucha cercanía de la gente, se conoce muchísimo estos pueblos, etcétera, etcétera, pues puede llevar a cuestiones que, digamos, no te… y que vuelvo a decir, no creo, la utilidad pública está así, pues se dio el proceso electoral, ganó fulanito con tantos votos, éstos fueron nulos, etcétera, etcétera, éstas fueron las planillas, digamos, que se inscribió.

Para lo otro, pues hay una autoridad electoral, que obviamente pues es la que cubre; creo que hay que diferenciar, por esto que decía la Directora Jurídica, entre que ha sido criterio de este Pleno que los nombres, ha sido criterio de este Pleno, y bueno, toda esta discusión, porque como también se decía, en aquel momento no había una Ley de Datos Personales, que los padrones electorales sean públicos, los padrones y los padrones de los partidos políticos, ha sido un criterio de este Pleno, pero ésa es otra cosa, que aquí también se argumentó en su momento, porque no fue unánime que a la mejor eso tenía que ver con la ideología de una persona, etcétera, etcétera.

Pero bueno, eso es lo que aquí en ese momento se hizo público, digamos, se ha hecho público, yo he pedido al IFE los padrones nacionales y han sido entregados, hay criterios de la Suprema Corte de por qué, pero ésa es una cosa, ¿sí? Otra cosa es una condición de haber ejercido un derecho, digamos, de votar o no votar.

La otra, en el Distrito Federal, es que en el Distrito Federal se pidió acceso a las boletas electorales de la elección del 2006, del 2006 del gobierno, eso entra en una discusión nacional que todo mundo conoció, donde el Instituto Electoral del DF dio acceso, no negó acceso, se dio el recurso porque según las fechas que le daban, etcétera, el procedimiento de acceso, porque era un acceso directo, obviamente a las boletas, no cumplía tal, tal.

Entonces, pero finalmente hubo esa disposición y ha sido criterio, bueno, de este Pleno, no se ha venido discutiendo otra vez, es que obviamente las boletas electorales sí son documentos públicos, pero ahí no puedo yo relacionar la boleta electoral con el votante, en ese sentido, ¿no? Hay una disociación importante. 

Entonces, simplemente, pero yo creo que en este caso y comparto la opinión del Comisionado Mucio, debemos confirmar y aceptar las reservas que se están haciendo de los nombres de estas personas, porque creo que sí estaríamos violando su intimidad de, digamos, de participación o de no participación y con algunas posibles consecuencias que, digamos, no serían las más conducentes por acceso. Creo que la rendición de cuenta electoral sí está: quién participó, cuántos votos tuvo, etcétera, etcétera, ¿no?

No sé si alguien más. 

Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pues yo, mi opinión es la siguiente.

La solicitud dice: “Solicito la lista de todos los votantes que participaron en la consulta, etcétera, etcétera”, darles esa lista no significa que ubiquemos quién votó por cada quien, porque eso sería el riesgo, ¿no? Si supiéramos quién votó por cada quien, la lista de los que votaron por ése, los que votaron por éste, los que votaron por el otro, bueno, tal vez de entrada sea materialmente imposible porque muy probablemente la elección fue votos universal, secreto y directo, no sé si fue a mano alzada o hubo otro procedimiento, pero supongo que fue secreto, voto secreto (…) directo.

Luego entonces, no podemos saber quién votó por cada quien, y luego entonces el asunto de la seguridad de la integridad física de las personas de garantizar que no sufran ninguna represalia, pierde sentido, ya no hay ahí, todo votaron, alguien ganó. ¿Quién votó por cada quién? No lo sabemos. 

¿Entonces, cuál es el argumento de la seguridad?

Lo otro, el solicitante dice: “La lista de los votantes”, no dice: “Los nombres, más la dirección, más no sé qué y no sé qué”, porque la respuesta de la Delegación va en el sentido de que se considera confidencial, de acceso restringido a los propios interesados y protegidos por las leyes en mención, dado que estas listas incluyen nombre, domicilio, clave de elector y sección electoral de los citados participantes. 

La lista se puede interpretar como los nombres de los votantes o como una relación con todos estos datos. 

La otra cuestión, sí ha sido criterio de este Pleno que el nombre por sí solo no es un identificador; sin embargo, ahí sí concedo en el contexto en el que estamos hablando, en una comunidad pequeña, pues obviamente los nombres, el solo nombre ya hace identificable a las personas y no se requiere de tener un domicilio y cualquier otro dato adicional. 

En ese sentido creo que estamos de acuerdo que debemos de considerar para la clasificación de los datos personales, no solamente aquella ocasión en que haya varios datos que asociados, hagan identificable, sino que tenemos que tomar en cuenta el contexto y este contexto ahorita, en este momento, pues es que sí se pueden hacer identificables a la comunidad. 

En eso estoy de acuerdo, pero en lo otro creo que no encuentro yo por qué no dar, por ejemplo, la lista de los nombres, porque los ciudadanos tienen derecho a ver la legalidad del proceso. Y una de las circunstancias puede ser que votaron gentes que no tenían que votar ahí, que no tenían derecho a participar de esa elección, y entonces los ciudadanos tienen que vigilar la actuación de sus autoridades y las elecciones como uno de los derechos fundamentales o derechos políticos que tienen de elegir a sus gobernantes, a sus autoridades y en este caso, tal vez sea alguien que quiere confirmar eso, y creo que nosotros en el afán de rendición de cuentas, pues deberíamos propiciar que efectivamente pues se hagan públicos los nombres de quienes votaron. 

Yo sugeriría que el asunto sería en todo caso modificar para pedir que se dé la lista, sin los datos de dirección y todo lo demás, únicamente la lista de los nombres para estos efectos de rendición de cuentas. 

Es cuanto.   

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. 

Yo estoy básicamente de acuerdo en lo que han expresado los comisionados Mucio Israel Hernández y el Comisionado Presidente, porque yo creo que si vemos muy bien la solicitud, dice: “Solicito la lista de todos los votantes que participaron en la consulta para elegir al coordinador territorial en Santa Cecilia Tepetlapa”, y aquí hay dos elementos que quiero destacar de por qué no deben ser públicos.

Primero, porque se refiere a los votantes que participaron y no hay otra forma de participar en tu calidad de votante que no sea emitiendo un voto; o sea, los que votaron pues. 

Y lo delimita a la Coordinación Territorial en Santa Cecilia Tepetlapa. Es un lugar muy específico, además todos se conocen, es muy fácil ahí ubicar a las personas. Entonces, yo llego con mi lista y digo: “Fulanita de tal, no acudió a votar”, y voy con Fulanita de tal y le digo: “¿Por qué no fuiste a votar, qué pasó, qué no le dimos el beneficio de tal gestoría a tu familiar, qué no fuiste tú a recoger tal…”, porque bueno, ya saben que aquí no ocurre eso de dar ciertas dádivas, aunque está planeado, estoy hablando de otro país, por supuesto, pero qué tal que llegara a pasar en México, que le dan a uno un cheque, una despensa, una tarjeta, equis beneficio. 

Y resulta que esa persona no fue a votar, pero si establecimos el compromiso de que ibas a ir a votar por mí. Entonces, no es un votante cualquiera, sino es el votante que participó, es decir, la persona que sí votó, de la que quiere en determinada zona. 

Yo creo que sí hay una situación de vulnerabilidad ahí, a la que podríamos poner las personas. Y además, como bien lo dijo el Comisionado  Mucio Israel, el voto es libre, en este país no está sancionado como en otros, el no votar. En otros países, sí te aplican una multa si no vas. Aquí no, aquí es simplemente una cuestión de voluntad de la persona, si quiere o no, porque el no votar, por lo menos en México así es, votar también es un posicionamiento político, decidir a no votar, porque ninguno de ellos me convenció, otros lo manifiestan yendo a votar y anulando la boleta, tachándolo todo, haciéndola nula, finalmente. 

Son formas de expresarse finalmente, pero también el no acudir, también es otra forma de expresarse. Por lo tanto, yo considero que en este caso en particular, muy distinto, como bien se hizo la aclaración por el Comisionado Presidente, de que otra cosa es el padrón, y también otra cosa es un padrón de beneficiarios, por ejemplo, de programas sociales, es otra cosa. 

En este caso, tiene que ver con derechos políticos, tiene que un derecho humano y que está además de acuerdo a la Constitución, el voto es libre y secreto además. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.  

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Ya argumentaron aquí los comisionados Mucio, Oscar Guerra y el Comisionado Alejandro, efectivamente sí puede hacer identificable el tema de la lista de todos los votantes, en el sentido de lo que comentaba, puede haber: “Oye, yo te dije que no fueras a votar”, y hemos visto en diferentes estados de la República el tema del crimen organizado, donde hay intimidación para que no salgan a votar ciertas y se oriente la dirección hacia uno. 

Entonces, a mí parecer, aparte de los argumentos vertidos por el Comisionado Alejandro Torres, yo creo que sí podría generar un conflicto, un problema de seguridad para las personas que participaron en dicha elección. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Vamos a este asunto de que el nombre no es un dato personal. 

La otra vez lo discutíamos, cómo que el nombre no es un dato personal, es la parte más personal. Hay que decir el nombre asociado a algo, sí es obviamente un dato personal. 

En ese caso está asociado a un archivo en específico, el votar o no votar, no por quién votar, porque si decimos por quién votó, o sea, aquí deshacemos la Constitución, el voto es secreto, libre y soberano, digamos, es el principio de la democracia, eso no está en cuestionamiento, ni mucho menos, sino está sobre una acción específica, voté o no voté. 

Oye, pues luego te van a tachar a ti: “Ah, mira, éste es del partido del abstencionismo, promueve la no participación aquí de los condominios, y tal y tal”, siempre su posición crítica o de rechazo.

Y la otra, de alguien que votó, que también puede en ese sentido lo que ya decía Luis Fernando, lo que ya decía y en una comunidad tan chica, ahí haciendo algunas correlaciones y cosas así, puede uno encontrar en este tipo de cosas, más con seis planillas, quién a lo mejor hasta pudo haber definido un poco, porque tú tienes una comparación, tienes la lista de los votantes posibles con los que votaron, y de ahí, digamos, con esa diferencia, puede sacar ese tipo de cuestiones. 

Tienes, como tú bien lo dijiste, sin que te den el domicilio, como dicen: “Domicilio conocido”, o sea, todos se conocen, y entonces puedes orientar por colonia cómo estuvieron los votos, etcétera, etcétera, y ese tipo de cosas. 

Entonces, creo que yo insisto, en este caso, este asunto de comprobar de que no votaron muertos o no votó gente que no vive o no pertenece a la Sección, primero, hay una institución electoral que cuide y vigile estos votos; el Instituto Electoral del Distrito Federal. 

Si tú, partido político, o en este caso no partido político, en este caso afectado te consideras, puedes hacer tu reclamo si a ti sí te hacen evidencia, etcétera, tienes el derecho como de los que participaron, a que se te compruebe. 

Hay otras formas de hacerlo, no lo pidió así; ya lo vimos con programas sociales, el de adultos mayores; dieron nombre, edad y domicilio; aquí dimos el nombre, la edad, que es un dato personal, pero se está beneficiando de un programa social al recibir un recurso público, pero el domicilio no lo dimos, dimos sólo la delegación, porque un requisito del programa de adultos mayores es vivir dentro del Distrito Federal, y en ese momento dimos cuenta que había como 200 personas que no tenían subdelegación, lo cual ya después obviamente es para resolver. 

Acá a lo mejor por sección electoral, si hubiera pedido otro tipo de cuestiones que no te puedan inducir, pues pudiera ser indirectamente comprobar esto; pero no es el caso. 

Comisionado David Mondragón. 

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Pues yo, como muchas veces dice el Comisionado Mucio, me voy a allanar. Pero quiero dejar claro por qué argumento. Creo que el argumento que presenta el maestro Guerra, es el más sólido en el sentido de que dadas las circunstancias, el puro nombre lo hace sociable, y como yo mismo decía en mi intervención anterior, pues en una comunidad pequeña, tener el nombre es tener todo.

Pero creo que las otras dos partes, la parte de la seguridad que te dije que no salieras a votar, y entonces va a haber represalias, existe el riesgo, sin duda, en muchas partes del país lo existe, pero creo que en esta ciudad de México y en esta comunidad de la que estamos hablando, no existe ese riesgo.

Y lo otro también de decir: “Es que yo te di una despensa para que votaras y no fuiste a votar”, pues es como si nos preocupáramos para que esas personas que recibieron despensa y no fueran a votar, volvieran a recibir la despensa. 

Entonces, creo que esos dos no son argumentos, sino más bien el asunto de que son datos personales, si se puede asociar, se puede identificar a las personas, y finalmente sí puede haber algunas consecuencias ahí no deseables, y que la ley protege. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 989, Delegación Xochimilco, el sentido sea confirmar, dado que se considera que los nombres de los votantes sí son datos personales y por lo cual deben ser confidenciales. 

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.989/2013, se estará ajustando a efecto de sustentar la determinación en este Pleno. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 990. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Delegación Iztacalco. Expediente: RR.SIP.0990 de 2013. 

Se solicitó un procedimiento o norma que permita que una calle 100 por ciento habitacional estrecha se pudiera evitar que por seguridad transitaran vehículos de gran altura de carga, tráileres y pesados, y si se podía colocar alguna barrera o pluma, para evitar el tránsito de vehículos como los mencionados. 

El ente obligado respondió que no se tenía ningún procedimiento mediante el cual se autorizara o emitiera permiso para colocar alguna barrera o pluma, para evitar el tránsito de vehículos como los mencionados en la solicitud, en razón de que el área facultada para regular el tránsito de vehículo era la Secretaría de Transportes y Vialidad, por lo que le sugirió al particular que presentar su requerimiento ante la oficina de información pública de dicha Secretaría. 

El recurrente se inconformó porque después de la ampliación de plazo, se orientó a una Secretaría que no le proporcionó respuesta, manifestando que otras dependencias afirmaron que era obligación de las delegaciones otorgarla, requiriendo que se resolviera quién era el responsable de otorgar la información. 

Ahora bien, del estudio de la respuesta impugnada, se advierte que la Delegación orientó al particular, para que acudiera a solicitar la información a las secretarías de Transporte y Vialidad y de Seguridad Pública, y se manifestó incompetente para proporcionar respuesta. 

Sin embargo, del análisis realizado a la normatividad aplicable, se concluye que las delegaciones del Distrito Federal no son autoridades competentes para dar respuesta al requerimiento planteado. 

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente es para robustecer nuestra resolución.

La Delegación Iztacalco orienta al solicitante, a la Secretaría de Seguridad Pública, pero digamos en el proyecto no hay ningún pronunciamiento sobre facultad en la orientación, y es simplemente para que se incluya en el proyecto este estudio sobre la Secretaría de Seguridad Pública, y digamos, robustezcamos nuestra resolución básicamente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más? Si no, voy a someter a votación. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 990, Delegación Iztacalco, el sentido sea revocar, pero hay que incluir las facultades de la Secretaría de Seguridad Pública para fortalecer la orientación, los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.990/2013. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 996. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. Expediente: RR.SIP.996 de 2013. 

En medio electrónico se requirieron los informes de servicios médicos correspondientes a los años 2009, 2010, 2011 y 2012, realizados por la Dirección Ejecutiva de Salud y Bienestar Social, mismos que de acuerdo con lo previsto en el portal de Internet de la Secretaría, poseía en términos del artículo 13 de la Ley de la Materia.  

El ente obligado, ofreció la consulta directa de la información, señalando fecha, horario, dirección y persona con la que se entendería la diligencia. 

El recurrente se inconformó porque el ente se negó a proporcionar la información en la modalidad requerida sin indicarle por qué. En ese sentido y en atención a que durante la sustanciación del recurso, el ente remitió al particular una respuesta complementaria que no satisfizo su requerimiento, pues aun y cuando concedió el acceso a la información a través de consulta directa, omitió además de indicar los días y horas en que tendría verificativo la diligencia, señalar en términos del artículo 52, del reglamento de la ley de la materia, si la entrega de la información implicaba la realización de análisis, estudios o compilaciones de documentos, o bien que su entrega obstaculizaría el buen desempeño de la unidad administrativa que poseía la información, en virtud que el volumen que representaba, asimismo dicha respuesta contravino los principios de veracidad y certeza jurídica, pues del contraste efectuado entre éste y lo expuesto por el ente en su informe de Ley, se advirtió que mientras este último refirió que la información solicitada se concentra en 40 carpetas, mismas que suman un total de 6 mil fojas, en la primera afirmó que dicha información se concentra en 10 carpetas con 100 fojas cada una, mismas que suman la totalidad de mil fojas. 

Por lo que resultó procedente entrar al estudio de fondo.

En ese sentido, del estudio a la respuesta impugnada, se advirtió que la Secretaría no fundó ni motivó el cambio de modalidad, aunado a que tampoco se advirtió que hubiera establecido expresamente un calendario en el que especificara los días en que podía realizarse la referida consulta, pues aun y cuando indicó que ésta tendría verificativo a partir del 7 de junio, lo cierto es que omitió señalar expresamente el resto de los días que abarcaría la citada diligencia, actuación omisa en detrimento del principio de certeza jurídica.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón. 

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, mi propuesta es en el sentido de modificar la respuesta impugnada, ya que en este caso, como ha sido criterio de este Pleno y como lo vimos en un recurso anterior, en esta misma Sesión, subsiste la consulta directa que el ente brindó como medio para satisfacer la solicitud de información del particular. 

La consulta directa incluso se reitera en la respuesta complementaria y se desestima en el proyecto de resolución, y asimismo, en su informe de Ley, el ente refirió que la información de interés del recurrente, se concentra en 40 carpetas, mismas que suman un total de 6 mil fojas. 

El proyecto de resolución señala que los entes solamente se encuentran obligados a proporcionar la información en medio electrónico, cuando ésta se encuentra digitalizada y sin que ello represente procesamiento de la misma, que en caso de no poseer la información requerida al medio solicitado, ésta se proporcionará en el estado en que se encuentre en los archivos del ente obligado. 

En aquellos casos en que la entrega o reproducción de la información dificulte el funcionamiento de la unidad administrativa que la genere, administre o posea, por virtud del volumen que representa o bien porque su entrega implica analizar, estudiar o compilar documentos, los entes obligados tienen la posibilidad de conceder el acceso a la información solicitada en la modalidad de consulta directa, protegiendo la información de carácter restringido, que en su caso pudiera contener, para lo cual se deberá establecer un calendario mediante el cual se precise el lugar, día y horario en que se podrá llevar a cabo dicha consulta de información, cosa que el ente hace en su primera respuesta. 

Asimismo, es importante señalar que en la orden que se le está diciendo al ente, que preferentemente la información se entregue en medio electrónico, cuando ya tenemos la certeza de que se trata de un buen número de carpetas, 40 exactamente, con 6 mil fojas. De no ser posible, en copia simple, previo al pago de derechos, lo cual implicaría pues una gran cantidad de dinero, y en caso de que obstaculice el buen funcionamiento de la unidad administrativa que la posea, deberá justificarse la consulta directa, pero en este supuesto deben de exponerse con todo detalle las razones que conduzcan a concluir que efectivamente la entrega o reproducción de la información puede obstaculizar el buen funcionamiento de la unidad administrativa que la detenta. 

La propia orden da al ente la opción de la consulta directa que inicialmente es la respuesta del ente, entonces cómo es posible que estemos ordenando que en su caso le dé la consulta directa, si ya desde el principio el ente dice que entregue la consulta directa, por lo que insisto, mi propuesta es en el sentido de que la resolución sea modificar la respuesta del ente obligado. 

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Igual el primero, el segundo y el tercero, que simplemente se modifique la respuesta para que funde y motive de mejor forma, porque es de la consulta directa y que también podamos sumar, como lo hemos hecho en otros recursos, el artículo 42, Fracción V, que después de la consulta directa él pueda seleccionar aquella información que es de su interés y digamos, pueda, si así lo dispone previo pago de derechos, a la copia simple, porque luego tienen toda la información y lo que les interesa es una parte, lo que pasa es que no saben perfectamente dónde está. 

Entonces, se abra esa posibilidad, él ya sabrá si la requiere o no. 

Si no hay más, voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 996, Secretaría de Seguridad Pública, el sentido sea modificar la respuesta para que funde y motive de forma adecuada el cambio de modalidad, y que en su caso, también se le abra la opción de que la consulta directa, si es de su interés se le podrá, previo pago de derechos, entregar la información en copia simple, en versión pública si fuese el caso, citar el artículo 42, Fracción V.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad, se aprueba el proyecto de resolución RR.SIP.996/2013,  en que el sentido de la resolución es modificar la respuesta.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al recurso 1005. 

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.1005 de 2013. 

Se requirió la lista de los servidores públicos que tuvieran asignados equipos de telefonía móvil, y cuyo gasto fuera pagado del Erario Público, que contuviera nombre, cargo, modelo de equipo, plan de renta, costos y número de celular.

El ente obligado informó respecto a 120 equipos de telefonía móvil asignados a los servidores públicos. El recurrente se inconformó porque la información era parcial al omitirse a entregarse los números telefónicos. 

Del estudio realizado y conforme a las constancias que integran el expediente, se determinó que la Procuraduría transgredió el principio de exhaustividad previsto en el artículo 6°, Fracción X, de la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal, al dejar de pronunciarse respecto a los números telefónicos requeridos. 

Ahora bien, en principio los equipos de telefonía móvil, son pagados con recursos del erario público, y por lo tanto, están sujetos a la rendición de cuentas. 

Sin embargo, en atención a la naturaleza de las funciones que tienen asignadas algunos servidores públicos, relacionado con la procuración de justicia, es que dicho número telefónico es considerado como de acceso restringido, ya que podría ponerse en riesgo su seguridad en términos de la Fracción II, del artículo 37 de la Ley de Transparencia. 

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta del ente obligado y se le ordena que se pronuncie respecto al número telefónico de los equipos de telefonía móvil.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Muchas gracias. 

Solamente para reiterar mi posicionamiento en contra de que no se esté dando el número de los teléfonos celulares de los servidores públicos,  no importando el rango o qué cargo están desempeñando. 

En consecuencia, pues estando de acuerdo con el sentido de modificar, pero totalmente en desacuerdo en los términos en que está planteando este proyecto de resolución por  los siguientes razonamientos que quiero exponerles, a ver si los convenzo, como dice el maestro Guerra, es de sabios cambiar de opinión, así lo ha hecho el maestro, pero esta vez no fue sabio. Dicho con todo respeto, maestro. 

Primero, de acuerdo con el artículo 4° de la Ley en la Materia, en la Fracción XII, se señala que la máxima publicidad consiste en que los entes obligados expongan la información que poseen al escrutinio público y quiero subrayar, y en caso de duda razonable respecto a la forma de interpretar y aplicar la norma, sí optará por la publicidad de la información. 

Por lo tanto, no es posible suponer que la publicación de los números de celulares de los servidores públicos adscritos a la Procuraduría, deben de mantenerse al margen de dicho principio, porque precisamente el pago de los celulares denominados oficiales que sin duda son una herramienta de trabajo, son pagados con recursos públicos. 

Además, la Fracción XVII del artículo 4° de la Ley de Transparencia Local, señala que los servidores públicos son los representantes de elección popular, los miembros de los órganos jurisdiccionales del Distrito Federal, los funcionarios y empleados, y en general toda persona que maneje o aplique recursos económicos públicos o desempeñe un empleo, razón por la cual confirme que la Ley prevé claramente la inclusión de los servidores públicos, sean miembros de órganos jurisdiccionales o de procuración de justicia, como sujetos que desempeñan  un cargo y por ello son también sujetos obligados por la Ley.

No veo por qué tendríamos que hacer una situación de excepcionalidad. Ya se hizo, la hicieron ustedes con dos magistrados, ahora la quieren hacer con la gente de la Procuraduría, no lo creo conveniente, ni adecuado, ni apegado a derecho. 

También debemos considerar los hechos notorios que anteceden a este Pleno, y me refiero a los recursos de revisión 137/2007, 154/2007 y 157/2007 y sus acumulados y el 239/2007, en los cuales se ordenó por este Instituto a los entes obligados de aquel entonces, que entregaran el número de celular y del servicio de radio, el nombre del funcionario al que estaba asignado, el cargo, el área de adscripción y el caso del recurso de revisión 239/2007, también la erogación  mensual y el servicio público que autorizó el pago. 

Eso es importante por lo que voy a decir ahorita. 

Lo anterior, principalmente, bajo el argumento de que el uso de la telefonía celular y radiolocalizadores, que son aparatos asignados a funcionarios, servidores públicos, implican erogaciones mensuales que cuentan con documentos comprobatorios que transparentan su utilización y que para dar certeza jurídica de que cumplen con su función, es necesario  transparentar el número de quién hace uso de esta prestación. 

Comprobar, por ejemplo, que se ajustan al monto, cada servidor público tiene un monto mensual en telefonía celular de equis cantidad, mil pesos por decir alguna cantidad al azar, hay que ver que ese número efectivamente se ajustó y se sobrepasó, porque se sobrepasó y en todo caso que lo pague, es su dinero, entonces no podría haber esa posibilidad. 

Finalmente es necesario hacer hincapié en que la misma solicitud de mérito se ha requerido a otros entes obligados y el recurrente ha expresado otros recursos de revisión durante este Pleno, por ejemplo a los recursos con folio RR.SIP.920/2013, el RR.SIP.975/2013 y el RR.SIP.977/2013. 

En dichas resoluciones discutidas hago énfasis en el presente Pleno de este Instituto, se ha determinado que se entregue el número de teléfono de los equipos celulares adquiridos y en servicio, y que son pagados con recursos públicos y que son proporcionados a los servidores públicos de los entes obligados. 

Por todo esto, considero que el sentido de la resolución debe ser modificar y que el ente obligado proporcione a la persona la totalidad de la información requerida, lo que significa incluir el número de teléfonos de los equipos celulares proporcionados de los servidores públicos que cuentan con alguno, y cuya operación es pagada con recursos públicos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Gracias. 

De acuerdo con el sentido de la resolución, pero en contra de la orden que se emite.

Creo que es necesario, precisamente, que la orden haga públicos los números telefónicos.

Voy a exponer una serie de razones,  por qué creo que se pueden hacer así. 

Coincido con el Comisionado David Mondragón que el objetivo de la transparencia del acceso a la información y la rendición de cuentas, es que los costos y los recursos comprometidos en la aplicación de toda decisión gubernamental y administrativa, sean accesibles a la sociedad. 

Ahí creo que estamos plenamente convencidos del asunto y comparto con él la opinión, además que acaba de expresar en los anteriores recursos.

El número de celular de un servidor público, me parece que de origen, es una información de dominio público; es decir, el número y el teléfono celular, surge con la función y con la labor que realiza en su trabajo en la Función Pública, y además, muy bien lo ha expresado el Comisionado Torres Rogelio, pues son recursos públicos.

Entonces, me parece que no podemos hablar de una esfera íntima, personal de la vida privada, en el caso de estos insumos de trabajo, porque están dentro de la Función y del Servicio Público que se plantean. 

Lo cual puede diferir, por ejemplo, del número de celular particular, que ahí sin duda alguna, eso es una información que debe de ser reservada y confidencial, pero la naturaleza de los celulares públicos, pagados y erogados con el recurso de todo mundo, tiene una característica distinta.

El artículo 37, Fracción II de nuestra Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, prevé que precisamente toda la información en poder de los entes, con excepción de aquella que de manera expresa y específica, se prevé como información reservada, pone en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones reservadas. 

La excepción anterior, no puede ser, me parece, un argumento válido para restringir el acceso a la información, porque su naturaleza de suyo es pública, pues la regla general prevé que toda la información en poder de los entes obligados, precisamente tiene la característica de estar accesible a la sociedad, y el número de celular de un servidor público desde su  origen, es público, no solamente por los recursos que se erogan, sino porque finalmente con este mecanismo podemos generar, me parece, que uno de los elementos fundamentales del acceso a la información pública, que es precisamente la legitimidad, la tranquilidad y la gobernabilidad en términos de elementos que generan confianza y robustecen precisamente el actuar de las instituciones. 

Es, me parece y ya lo mencionaba también de manera contundente y fundamental, que también en materia de estos recursos pues nosotros, sino irnos más lejos, hemos resuelto los recursos que ya mencionaba, 0920/2013, 0975/2013 y 0977, en los cuales determinamos que los números de teléfono de los equipos celulares adquiridos con recursos públicos, debieran entregarse y tener esta característica. 

O sea, digamos, sin ir más lejos, este Pleno ya lo ha hecho. 

Me parece que por lo tanto, el asunto de no permitir el acceso a los números de teléfono pagados con recursos públicos, estamos haciendo una jerarquización en términos de las funciones que realizan los servidores públicos, y me parece que no es de nuestra competencia calificar o hacer la distinción, entre las funciones de los servidores que realizan.

¿Y por qué lo digo? Porque me preocupa que en el proyecto que hoy vamos a votar, no exista un asunto de prueba de daño, es decir, no hay evidentemente por parte del este, ninguna manifestación en donde diga que evidentemente esos números deben de ser reservados como confidenciales. 

No hace una prueba de daño, y a mí me preocupa que en ese sentido nosotros sustituyamos en el recurso ese asunto y le ordenemos el asunto de la clasificación y le ordenemos evidentemente que clasifique porque puede poner en riesgo el asunto de los servidores públicos.

A mí me preocupa que vayamos, digamos, ya en términos, perdón por colgarme del mecate, pero me preocupa precisamente que estemos ordenando una cosa que ni siquiera el ente ha mencionado en el asunto, que es precisamente prueba de daño. 

No lo menciona. Nosotros lo estamos ordenando. Me preocupan las implicaciones que tiene ese tipo de resoluciones. 

Me parece que además no podemos perder de vista lo dispuesto por el artículo 9, en las fracciones III y IV de nuestra Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en la cual se establece que la Ley tiene como objetivo garantizar el principio democrático de la publicidad de los actos de gobierno, transparentando el ejercicio de la Función Pública, a través de un flujo de información oportuno, verificable, ininteligible, relevante e integral, así como favorecer, me parece, la rendición de cuentas en el desempeño de los entes obligados. 

En este sentido me parece también importante traer a colación el asunto de la tan debatida reforma al 6° Constitucional. 

El 6° Constitucional, yo lo he dicho públicamente y me parece un derecho, una maravilla, porque precisamente hace dos cosas: no se necesita ni interés, ni personalidad jurídica para poder ejercer el derecho y además dice que toda la información debe de ser pública y accesible a la sociedad; en tanto, evidentemente no haya la excepción que está establecida en la Ley. Pero me parece también complicado que intentemos hacer de la excepción la regla, porque entonces estaríamos precisamente abollando el derecho al acceso a la información pública, que tiene esta característica. 

La información es pública, es accesible, es un bien común, pertenece a la sociedad, y esta cosa de los teléfonos, déjenme decirles, todo mundo acá no somos nuevos en los procesos sociales, y una de las demandas más sentidas de acceso a la información pública, es que supiéramos en dónde estaban puestos los recursos públicos y que todo mundo que estuviera en el servicio público, pudiera transparentar lo que finalmente sus acciones, sus decisiones y lo que tenía, que no es digamos ni legal, ni legítimo, es parte de su función pública, y en ese sentido hay que transparentarla.

Por eso me parece que el asunto que vamos a resolver tiene un interés público que se sobrepone fundamentalmente al derecho a la privacidad de los servidores públicos.

En el recurso anterior de Xochimilco, lo que estamos protegiendo es precisamente a las personas, a las personas de a pie, a los ciudadanos de a pie, porque me parece que sí tenemos que protegerlos a ellos. Y del asunto del servicio público, la misma Corte en algunas tesis, pues ha establecido de manera contundente, que precisamente el servicio público expone a quien pertenece a él, a la crítica, al asunto de que las opiniones que se ejercen sobre él, sean duras, a que desgraciadamente se reduzca el asunto de su esfera privada y a veces de su intimidad. 

No debería ser así, porque yo también sostengo que una parte de la crisis fundamental que viven las instituciones y que vive el país, es por el deslímite entre lo público y lo privado. 

Sin embargo, en este asunto, no estamos en el ámbito de la esfera íntima y privada, sino del espacio de la rendición de cuentas y del acceso a la información pública. 

En razón de lo anterior, me parece que la orden debe ser la entrega de los números telefónicos, de aquellos servidores públicos que tienen asignado un equipo de telefonía móvil, equipo Nextel, servicio 2013 y que sean pagados con recursos públicos. 

Muchas gracias por darme el tiempo para acabar de exponer. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón. 

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Muchas gracias. 

Yo estoy de acuerdo con el proyecto de modificar y con la instrucción que se está dando, y sí, efectivamente creo que no solamente yo, sino al igual, todos nosotros como comisionados, tenemos un compromiso con la transparentación de los recursos públicos de su ejercicio y con la rendición de cuentas, por supuesto. 

Pero también creo que hay un hilo muy delgado y nosotros tenemos una responsabilidad social, que es muy difícil de dilucidar, y por eso hay la existencia de estos órganos colegiados, y por eso son plurales y por eso hay diversidad de opiniones, y en ese sentido mi opinión personal, mi percepción es que efectivamente la orden que estamos dando es adecuada y que hay que clarificarlo.

No es una orden de que se clasifique toda la información, es una orden en donde se le pide al ente que funde y motive, que entregue la información que deba ser entregada porque no entra en los supuestos, aquí se establece como supuesto la Fracción II del artículo 37, pero yo creo que pudiera fundamentarse en más. 

Cuando su divulgación ponga en riesgo la seguridad pública nacional o del Distrito Federal, en este caso estamos hablando de regular el Distrito Federal.

Dos, Fracción II, cuando su divulgación ponga en riesgo la vida, la seguridad o la salud de cualquier persona o el desarrollo de investigaciones reservadas. 

Tres, Fracción III, cuando su divulgación impida las actividades de verificación sobre el cumplimiento de las leyes, prevención o persecución de los delitos, la impartición de la justicia y la recaudación de las contribuciones. 

Fundamentalmente yo creo que esas tres  fracciones, nos dan una orientación mucho más clara que incluso la que teníamos la vez pasada cuando discutimos el tema del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

Creo que aquí la Ley sí claramente pone restricciones y define que la información reservada es aquella que cumpla con estos supuestos. 

En mi opinión personal, sí se pone en riesgo, porque por la naturaleza de la Dependencia, no estamos hablando de cualquier Dependencia, estamos hablando de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, pues el conocer los teléfonos, como yo ya lo decía la ocasión pasada, es mucho más fácil que la delincuencia organizada, al identificarlos, uno, los amenace; dos, escanee esos teléfonos y los pueda intervenir y los pueda bloquear y en el escaneo pueda enterarse de investigaciones en curso, pueda enterarse de estrategias contra la delincuencia y en ese sentido, pueda afectar el bienestar de la sociedad. 

Creo que en mi opinión tutelar esa seguridad de que no sean bloqueados esos teléfonos, de que no sean intervenidos, de que no sean amenazados los servidores públicos, debe ser superior al hecho de conocer los teléfonos, porque insisto, como lo decía la vez pasada, conocer los teléfonos, no es rendición de cuentas, conocer los teléfonos no es transparentar el ejercicio de los recursos públicos, conocer los teléfonos, para lo único que sirve es para llamarlos; conocer toda la información adicional del ejercicio de los recursos, los equipos que tienen, los planes que tienen, la compañía con que están contratados, eso es transparencia, eso es rendición de cuentas, respecto del ejercicio de los recursos públicos, y creo que en ese sentido, con esta resolución y en esta orden que estamos dando, no se está afectando el bien social.

Es cuanto.  

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, yo obviamente estoy de acuerdo con el sentido, como viene el recurso, con modificar, pero en la forma en que viene, y  hay que tener claro que estamos dando dos órdenes, está dividida la orden dos. 

Si emiten un procedimiento categórico, de hacer que los números tal y tal, y que por las funciones que desempeña dicho servidor público, sean susceptibles de ser entregados por tratarse de información de   carácter público. 

Y luego la otra, se envíe a los servidores públicos que ponen en riesgo la seguridad y por ende no sean susceptibles de ser entregados, solicitando, actualizándose la Fracción tal y tal, conforme a lo establecido en el considerando cuarto. 

En el proyecto lo que estamos realizando es una postura en la que se median los dos criterios. Se señala que los números son  públicos para lo que se refiere a la administración pública, en general; sin embargo, considera que pudiese reservarse algunos números, atendiendo con las funciones, no es de categorías, si ésta es más o esto es menos, sino con las funciones que por el cargo ellos desempeñan, como lo hemos dicho, principalmente los jueces, los magistrados y la gente relacionada con la seguridad y la procuración de justicia por las funciones que ellos desarrollan en términos, digamos, de impartir justicia, en ese sentido, en muchos casos, obviamente de juzgar y sentenciar personas, de perseguir delincuentes, etcétera. 

Por lo cual, estamos diciendo que pudiera acreditar la reserva de manera fundada y motivada.

Y vuelvo a este asunto y están los recursos para ahorita en la tarde, el 329, el 558, el 516, el 221, el 451. Bueno, los anteriores, hasta el 221, del 2013; 558 de 2013, 516 de 2013, 221 de 2012, 451 de 2011, 1615 de 2012, 1114 de 2011 y hoy vamos a votar uno que viene en este mismo sentido: no tiene que ver con los teléfonos, viene con una orden de que motive y fundamente la reserva que está haciendo.

Entonces, digamos, este es un criterio que hemos tenido, y estos fuimos los que pudimos encontrar, hay muchos más; aquí no hay ninguna cuestión que sea algo nuevo, etcétera, viendo lo que motive y fundamente con la prueba de daños, su reserva para el caso de aquellos funcionarios. 

Entonces, esa es una cuestión que debemos tener claro.

El asunto y creo que aquí es muy importante, la rendición de cuentas del uso de los recursos públicos, que como lo decía muy bien el Comisionado Mucio, fue una de las cuestiones que ha motivado la Ley de Transparencia, las reformas al 6° Constitucional, etcétera, porque obviamente este país ha tenido una tradición de opacidad, de mal uso de los recursos, de transición de uso de los recursos públicos y lo cual, digamos, no puede ser dentro de un sistema democrático, donde los recursos son escasos para tantas necesidades que haya un derroche de los recursos públicos. 

Señores, la Procuraduría nos informa que son 120 equipos los que tienen asignados a funcionarios públicos, diciéndonos el nombre y cargo de cada uno de ellos. Nos dice también, indicando el nombre y la descripción del puesto, el modelo del equipo, el plan de renta, la empresa y el costo mensual de la renta.

El argumento que daba el Comisionado Alejandro Torres de que el teléfono me sirve para ver, simplemente si yo tengo el modelo y quiere el recibo, se lo doy y con el modelo puede saber cuánto está consumiendo ese funcionario sin tener prestando el número telefónico.

Aquí hemos dado recibos de números celulares de la Asamblea, de este propio Instituto, testando el número del funcionario público, porque lo quiere saber es el consumo está ahí. 

Esta es la parte de revisión de cuentas, o sea, cuánto se está gastando el Erario Público, a quién se los está asignando, cuáles son las funciones en ese sentido, ya 120 pueden parecer pocos, pueden parecer muchos, el costo mensual en que se le paga puede parecer un derroche, no puede parecer un derroche, etcétera. 

Hoy el PRD en el Congreso, en la Cámara de Diputados, dice cuánto se gastó: un millón y tantos, 200 mil pesos en telefonía celular, sin dar los números obviamente. Lo importante es obviamente quién, cuánto, y si ese tiene una utilidad para el servicio público, en ese sentido.

Entonces, está esta discusión, lo entiendo, qué bueno que a lo mejor es una decisión, lo digo de forma positiva que no nos unifique, es un tema difícil.

Creo, vuelvo a repetir, que aquí hay dos criterios en ese sentido y no hay una contradicción o de parte nuestra o de los que estamos votando, con que el de aguas de la Ciudad de México o nosotros como Comisionados, podamos hacer públicos nuestros números telefónicos, que lo hemos hecho, porque nuestras funciones no están ligadas ni a impartición de justicia, ni a seguridad pública; en ese sentido nosotros no estamos resolviendo el secuestro de 12 compañeros en la Zona Rosa, ni nada que ver en ese sentido o no mandamos a ningún sujeto obligado a que cubra una pena de 20 o 40 años.

Eso no lo hacemos, desafortunadamente, totalmente de acuerdo en ese sentido.

Luis Fernando Sánchez, luego me voy a la segunda. 

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Simplemente comentar que sí se está accediendo a  la información solicitada por el recurrente, ya lo comentó el Comisionado Presidente, sí se está entregando la información requerida por el  particular, que puede ser, digamos, importante para  utilidad de cualquier ciudadano. 

Se da el registro de 120 celulares o radios de comunicación, dando el nombre, la adscripción, el puesto, el modelo, el plan de renta y costo mensual. 

Si se puede ligar perfectamente el nombre del funcionario del servidor público con el costo de la renta de dicho celular. 

La regla general es que son públicos y lo hemos visto con otras dependencias, hemos abierto o respetado que esa información es pública, pero a toda regla hay sus excepciones. 

Se debe considerar que el número telefónico es de acceso restringido, en el caso de algunos servidores públicos, no de todos en la propia Procuraduría. Eso que quede muy claro.

Se debe tomar en cuenta la naturaleza de las funciones que desempeñan ciertos servidores públicos dentro de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal, de acuerdo al artículo 2 de la Ley Orgánica de la Procuraduría. 

Se debe ver la competencia de algunos servidores públicos como la investigación de los delitos del orden común, cometidos en el Distrito Federal; el Ministerio Público detenta el ejercicio de la acción penal ante los órganos jurisdiccionales competentes, y pone a disposición de las mismas a las personas contra las que se ejerce la acción penal.

Comparte y recibe información sobre seguridad pública, realiza estudios, formula lineamientos, ejecuta estrategias o acciones de política criminal; elabora estudios y programas de prevención de delito en el ámbito de su competencia. 

Es por ello que la entrega de los números de los equipos de telefonía móvil, Nextel servicio 2013, asignados a determinados funcionarios públicos, en algunos de ellos se podría poner en situación de peligro, la seguridad de la persona de acuerdo al tipo de funciones que desempeñan. 

El proyecto de manera adecuada ordena que el ente obligado, mediante resolución fundada y motivada, deberá de clasificar como información reservada el número telefónico de aquellos servidores públicos que tienen asignado un equipo de telefonía móvil, y que por el tipo de funciones que desempeñan, por el tipo de funciones, se podría poner en riesgo su seguridad, lo cual se deberá realizar a partir de elementos, objetivos y verificables, pueda identificarse una alta probabilidad de dañar el interés público protegido, por lo que se propone que sea clasificada de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 50 de la Ley de Transparencia y  Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, cumpliendo con todos los extremos de la prueba de daño, del artículo 42 de dicha Ley. 

Por otro lado, se ordena la emisión de un pronunciamiento categórico, acerca de los números telefónicos de los servidores públicos que tienen asignado un equipo y que por la naturaleza de las funciones que desempeñan, sea susceptible de ser entregado por tratarse de información de carácter pública. 

Entonces, estamos diferenciando aquellos que tengan que ser reservados, de aquellos que no tienen que ser reservados. Sí hay una diferenciación. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Gracias. Solamente para argumentar un poco más, y además solicitar que en este caso, espero todavía convencerlos, pero en caso de que no, también incorporar un voto específico para esta resolución, con los siguientes argumentos, bueno, lo que ya expresé. Por supuesto también me sumo a lo que ha comentado el Comisionado Mucio Israel Hernández Guerrero, sobre todo respecto del límite de la vida privada del servidor público, cuando decide entrar al servicio público, ya lo dije la vez anterior, tiene que aceptar finalmente cierta invasión a su vida privada, y así lo ha dicho la Corte en diferentes tesis, y así es además. 

Y me parece desproporcionada la valoración que están haciendo respecto de la probable inseguridad que pudiera tener el servidor público, en este caso el Procurador o un Magistrado, si dan a conocer un  número de celular que se le asigna y que él acepta, porque podría él no aceptarlo, ya lo dije, no es obligación de que tenga y además use ese celular, o sea, si tanta molestia, tanto perjuicio le ocasiona, pues que no lo use, así de sencillo, que no lo acepte, lo puede devolver,  no hay problema, hay antecedentes incluso. 

Y además, me parece desproporcionado decir que se ponga en riesgo, por ejemplo, el desarrollo e investigaciones reservadas. 

El simple hecho de conocer un número de celular de un servidor público del rango que sea, en qué puede afectar una investigación o que le llame. Realmente me parece que es desproporcionado creer que la delincuencia organizada va a tener, hay otras formas de querer influir o amenazar a algún servidor público.

Si es el caso, por ejemplo, esto de las amenazas o lo que fuera, tendríamos que hacer reservado también el lugar donde trabaja, desde donde despacha, porque al salir le ponen cola, como se dice en el argot. 

Los puentes donde pase, pues ahí están las narcomantas y todas esas cosas, las cartulinas que dejan ahí con las personas asesinadas. El teléfono y la extensión también, su correo electrónico, las amenazas vienen por correo electrónico y ahí está público. 

¿Cómo protegemos al servidor público de amenazas? ¿Ocultando su número de celular? No. ¿Afectamos el desarrollo de investigaciones? Un servidor público me parecería una imprudencia de los servidores públicos que estuvieran teniendo conversaciones en un celular y más con lo chafa que resultan ser los proveedores del servicio de telefonía celular aquí en la ciudad, pero la verdad no creo que sea ese el caso.

Finalmente las fuerzas de seguridad también, el mismo Ejército provee un encriptamiento por cierto de las comunicaciones, y estarían ellos obligados a hacerlo en todo caso.

Me parece desproporcionado, insisto, el argumento de la probable inseguridad o de la integridad de los servidores públicos; por supuesto eso de las investigaciones que se ponen en riesgo, digo, como no sea para llamarle y decirle: “Señor Procurador, qué cree, las 12 personas que están buscando desde hace no sé cuántos días, están en tal lugar o los perros de Iztapalapa asesinos están en otro lado, los puede encontrar”, a lo mejor hasta le ayudan. ¿Por qué no verlo en un lado positivo? En todo caso, comunícate con tu Procurador, comunícate con tu Magistrado. 

La verdad que estaría muy bien, que la verdad usted mismo lo ha dicho, el jefe delegacional ni siquiera lo ocupa, lo contestan otras personas. ¿Por qué lo hace? Pues precisamente por eso, porque no quiere tener la molestia, pero si un ciudadano llama y resulta que el celular lo está ocupando su hijo o algún familiar o amigo, quién sabe quién, pues sí estaría bueno preguntarle: “Oiga, si se le asignó a usted, como por qué lo tiene un particular ajeno que ni es servidor público, es una herramienta de trabajo”. 

Con eso concluyo.  

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo. Yo creo que lo que plantea el maestro Guerra en términos del desacuerdo que se da en este Pleno, me parece muy sano, porque mantiene precisamente vigente la discusión y la atención de las cosas, porque yo nada más me imagino el tema de que pudiéramos hacer de la excepción la regla, estaría complicado. 

Yo lo veo bien el asunto del debate. 

En los 80’s hubo una crisis en la Quinta República Francesa. Jacques Attali, ustedes lo conocen seguramente, que es un filósofo que preconiza, no como Fukuyama, pero sí el fin de la historia, filtra una serie de documentos disperso y todo mundo lo que dice es que se pone en crisis el estado moderno. 

Y además alguien como Régis Debray  decía: “Es que con el asunto de la transparencia estamos acabando con el régimen del Estado moderno”. 

No pasó nada, Francia sigue ahí, han pasado muchas cosas, Sarkozy, etcétera, etcétera. Y luego la otra cosa, Mújica, el Presidente de Uruguay, el que acaba de despenalizar la marihuana, estuvimos con él y él decía: “Con todo el respeto que merece al haber estado metido en procesos revolucionarios como los tupamaros en Uruguay --decía-- siempre me parece que es necesario que el Estado tenga cierto robustillo por el secreto”. 

Claro que los que estábamos ahí como autoridades de datos personales y algunos de acceso, pues nos hizo revulsivo el asunto; pues cómo, el  Estado no puede tener secretos. 

Pero Mújica decía: “Les voy a decir una cosa que es políticamente incorrecto: no importa, tiene muchas rayas es tigre ya”, y creo que el Estado debe de tener secretos. 

Y por supuesto que a pesar del respeto y de la admiración que yo puedo sentir por Mújica, no comparto ese asunto. El asunto está en que no puede haber secretos, y me parece que, digamos, el tema de las excepciones en la ley, nos mete en un asunto casi de secreto de Estado y no puede ser. 

Dos cosas además, a mí me preocupa en realidad, de manera técnica el asunto del recurso, porque el ente dice: “Pues deberíamos, en un asunto futuro reservar esa información”. Y entonces nosotros estamos, o sea, eso es un poco, digamos, la discusión que estamos dando también, pero técnicamente me preocupa, porque nosotros le estamos diciendo: “Reserva”, y no es un asunto de una intermedia, es decir, le estamos diciendo: “Reserva: 37, Fracción I, II, III, IV, XII”, no todo, tampoco. Pero estamos haciendo eso y estamos sustituyendo el tema de que el ente se tiene que pronunciar sobre el asunto, como lo dice el 42, que su divulgación lesione el interés que protege el daño que puede producirse con la publicidad de la información que es mayor que el interés público de conocer, y eso no nos lo ha dicho y nosotros lo estamos haciendo en el asunto del recurso y eso técnicamente me parece que sí creo que nos mete en un… Han sido otras cosas, mi querido maestro, no hemos hecho, por supuesto que no hemos hecho eso, y lo único que digo es, para concluir, qué falta para cerrar el asunto del círculo de la rendición de cuentas, si ya entregó equipos, dinero ¿qué falta? El asunto de vincularlo con un nombre y además el tema está el número con el nombre, y además está el tema de que este Instituto ha hecho una parte fundamental para que los ministerios públicos se transparenten o no. 

Y ahora no entiendo por qué no cerrar el círculo de rendición de cuentas con el asunto del número de teléfono.  
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra Comisionado Presidente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, empiezo con que esto de que hay excepciones o tratos diferenciados, sí. O sea, voy a poner un ejemplo en materia de transparencia, ya lo dije, las fotos de los servidores públicos en general son públicas y las exigimos, las evaluamos, sólo tenemos la excepción de aquellos que están dedicados a cuestiones de seguridad o procuración de justicia, que estas fotos por las funciones que desarrollan, no sean públicas, porque voy a poner en riesgo. 

Otra que no tiene que ver con  transparencia: ¿por qué hay funcionarios que sus automóviles que les administra el Gobierno tienen blindaje y otros no tenemos blindaje? Por las funciones que desarrollan. ¿Por qué algunos funcionarios tienen cuerpos de seguridad y otros no? Por las  funciones que desarrollan. 

Entonces, digamos, sí hay esa diferenciación y no es de más o menos, tú eres más funcionario, o tú eres más picudo, sino funciones que desarrollan. 

Y esto, digamos, si no es de comedia, todos los días vemos la tele o nos asomamos al periódico y vemos cómo se sustrae información a lo mejor de forma ilegal de teléfonos, de grabaciones, etcétera. El número telefónico como tal, con las tecnologías que lo hay ahora, puede conocer la localización de la persona que trae físicamente ese teléfono.

Con o no han dado la opción, obviamente si uno da la opción, pues ya no hay problema, pero si no la da, hay paquetes que jaquean o lo que quieran, no legalmente, pueden desbloquear esa función y entrar a la localización del individuo.

Y la otra, eso en este país es de todos los días, es la grabación de tus llamadas telefónicas, y a través de conocer el número, eso facilita el asunto. Yo no entiendo la utilidad pública de tener un número. Sí hay un número en el Ministerio Público donde la gente puede hablarle al Ministerio Público, puede presentar sus denuncias, bueno están dando 10 millones de pesos para aquellos que marquen al teléfono y puedan dar información sobre lo sucedido en la Zona Rosa, etcétera.

Sí hay medios de comunicación en ese sentido. Esto ya tiene que ver más, vuelvo a insistir, estos funcionarios manejan sus teléfono durante todo el día y toda la noche, los teléfonos de un Procurador los tiene que tener abierto en cualquier momento; su teléfono a las 3:00 de la mañana sí es parte de su privacidad, y le puedo echar una llamada diciéndole que me agarró el alcoholímetro y que me saque o qué no sé qué, que es injusto. 

Entonces, la otra, no, pero puede dar lata, ¿no? ¿Qué tal si le tocan unas ladies de Polanco? Trae su teléfono y ahorita dice “aunque no me vaya a ayudar, se la recuerdo”. Sí, pero pues bueno.

Y sí hay excepciones en la ley, sí hay partes, digamos, no me gusta (…) leyes excepcionales, por ejemplo en nuestra ley hay 13. Yo les voy a decir una que me duele a mí mucho, y que en otros países no existe: el secreto fiscal. Ahí sí hay ocultamiento real de información.

Lo que más le ha dolido a la federación de las decisiones del IFAI fue el asunto de los créditos fiscales; ni las averiguaciones previas, etcétera, ese generó, sí, porque es poner, digamos, en el centro de la balanza quién paga impuestos, cuántos paga y a quién se les devuelve. Esta sí es una discusión, y en países, digamos, Dinamarca, etcétera, todo mundo sabe cuánto pagan de impuestos, es información pública, entonces vamos a ponernos, esa sí es de utilidad pública, porque puede haber regímenes preferenciales, como los hay en este país. 

Lo otro, conocer el teléfono de un servidor, digamos, para darle lata, hay que abrir otros mecanismos de acercamiento, sí, eso es distinto.

Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Para el estudio de este proyecto me fui hacia atrás, buscando antecedentes. Encontré los recursos de revisión que ya mencioné y revisé las versiones estenográficas también de las sesiones, algunas extraordinarias, del 6 de junio de 2007, de 12 de junio de 2007, del 14 de agosto de 2007, y en ninguna, maestro, en ninguna vi en la versión estenográfica una argumentación tan vehemente de ningún tipo, siquiera ya, ninguna argumentación en ese sentido.

¿Qué pasó, maestro Guerra, para que aquí usted votara a favor de la apertura de esta misma información? Para que ahora cambie (falla de audio) no hacía ese tipo de distinciones, de cuestión de servidores públicos. No sé qué pasó, pero bueno, que quede constancia ahí de que hubo un cambio, ya usted mismo lo ha dicho, finalmente, antes sí lo votaba a favor la apertura de esta información, sin distingo; ahora sí hace esa distinción, me parece muy raro, pero bueno, incomprensible, y me entristece además, porque finalmente usted ha trabajado mucho, pues, por la cuestión de la transparencia. Y esto, yo como lo dije la vez pasada me parece un retroceso, me parece un claro retroceso, pero usted sabrá por qué lo está haciendo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por alusiones.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, no. Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí, no, bueno, yo al principio de la exposición, en la ocasión pasada, cuando tratamos el recurso de revisión de lo contencioso administrativo en el mismo sentido de los números celulares, yo argumentaba que, en primer lugar, pues toda regla tiene su excepción, como ya lo ha dicho el Comisionado Sánchez Nava.

Lo segundo es que debemos de estar sujetos, como seres humanos, como servidores públicos, como profesionales, a los argumentos y las circunstancias, y yo recuerdo muchas veces que cuando yo insistía en tratar un poco el asunto a rajatabla, con criterios uniformes, los mismos comisionados Alejandro Torres y Mucio Hernández decían “cada caso es cada caso”, y quedó incluso hasta como frase para el anécdota, “cada caso es cada caso”.

Entonces yo diría, una, no hay nada raro, creo que las circunstancias que hemos argumentado de lo contencioso-administrativo, y ahí están en las versiones estenográficas los argumentos. Así como estaban, así como no había en aquél entonces argumentos al respecto, porque se trataban de otros casos, en el caso de lo contencioso-administrativo, y en este caso fundamentalmente, que es mucho más evidente, porque ya es una reserva que en mi opinión, con toda la convicción lo digo, está contemplado. Está contemplado cuándo la divulgación de la información puede atentar contra algunas cosas que se establecen en el Artículo 37, pues esa información puede y debe reservarse.

Nosotros no solamente tenemos la responsabilidad de dar el acceso a la información, sino también guardar el equilibrio entre aquella información cuya divulgación cause más daño que el beneficio social que pueda causar. 

Creo que ese es el argumento que nos motivará a quienes votemos por como viene el proyecto, para votar en ese sentido, de pensar, de considerar en nuestra opinión de que la divulgación de esa información causaría más daño. Todos los riesgos son riesgos potenciales, así como todas las posibilidades de éxito son potenciales, pero creo que en este caso, cuando un avizora un riesgo potencial es mucho más responsable irse por el lado de la reserva que irse por el lado de la apertura. Irse por el lado de la apertura a mí, en mi opinión personal, no me da muchas luces del beneficio social que pueda aportar; e irse por la reserva sí m da a mí una convicción de que  estamos evitando riesgos que la ciudadanía tal vez nos reclamaría después, incluso.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra, tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo en la sesión pasada lo dije entrando, digamos, que había un criterio que yo había votado en su momento, que vuelvo a insistir, que considero que de muchos funcionarios públicos la información, habría que revisar de qué funcionarios públicos estábamos hablando y de las funciones que realizan. Pero, digamos, en ese sentido, sí de poner una diferenciación entre funcionarios dedicados a la procuración e impartición de justicia, magistrados, jueces, procuradores, secretarios de seguridad, entre otros, por los elementos que aquí se han dado.

Yo lo comentaba hoy con el Comisionado Mucio, creo que es una discusión importante y también, digamos, que nos estamos dando la oportunidad, creo que podríamos abrirla en ese sentido, con compañeros de la propia COMAIP, compañeros de la Red de Rendición de Cuentas, un asunto, el propio IFAI, obviamente cuando me refiero de la COMAIP, y también a los propios funcionarios, digamos, en ese sentido. En algún momento, es cierto, tú no pudiste asistir por otra comisión del propio institucional, que nos daba en su momento el contencioso administrativo. Digamos, hacer una discusión creo que abierta, eso sería lo primero, digamos, en ese sentido, y escuchar, reflexionar, algunos académicos, que propongamos todos en ese sentido, que a lo mejor necesitamos dos o tres temas, no quiero cerrar, está lo de los padrones sociales en ese sentido, nos están llegando ya algunos requerimientos de las delegaciones; dos o tres temas que pudiéramos hacer una cosa aparte. Nuestro seminario, que tengamos aquí uno con el Instituto, a ver dónde, que creo que nos puede ventilar esta discusión que no se dé sólo con los cinco, que creo qué bueno, qué bueno que hay una diferenciación de criterios, de argumentos, están los argumentos sobre la mesa.  Creo que las dos posiciones están argumentando, digamos, con los mejores elementos y los mayores elementos para este tipo de cosas.

Entonces yo finalizaría en este asunto, porque tenemos, vienen otros y otros, esto no se acaba, estamos en la punta del iceberg, como decía alguien, en ese sentido, y por eso también ser muy claro que el criterio depende de la función del servidor, en este caso, en este sentido.

Si no hay alguna otra intervención, voy a someter a votación el recurso. Lo voy a hacer diferenciados los dos, como la vez pasada, ya que aparte votos particulares que se sumarán al propio recurso.

Tenemos dos propuestas: una es modificar como viene en el proyecto y la otra es modificar para ordenar que se entreguen los números celulares que son pagados con recursos, de todos los funcionarios que se les paga con recursos públicos.

Todos aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar como viene en el propio proyecto, favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar pero para ordenar que se entreguen los números celulares de todos aquellos funcionarios públicos que se les pagan con recursos públicos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este recurso RR1005/2013 de la Procuraduría General de Justicia, es el siguiente:

La propuesta de que el sentido es modificar en términos como viene el proyecto, tres votos, de los comisionados David Mondragón Centeno, Oscar Guerra Ford y Luis Fernando Sánchez.

La propuesta para ordenar que se entregue el número de los celulares pagados con recursos públicos, dos votos, de los comisionados Alejandro Torres Rogelio, Mucio Israel Hernández, con su voto particular iría acompañada la resolución de ambos, de los dos comisionados que quedaron en minoría.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Finanzas, expediente RR.SIP.1002 de 2013. 

Con respecto a un domicilio específico se solicitó saber si la Secretaría recibió el dinero que pagó la empresa Comercial Mexicana por la compra del tramo de la calle de su interés. Si así fue, cuándo y cuánto dinero recibió la Tesorería del Distrito Federal, o cualquier otra instancia recaudadora, así como saber si el ente devolvió el dinero que pagó la empresa Comercial Mexicana, por la compra del tramo de la referida calle. Si así fue, cuándo y cuánto dinero recibió la Tesorería del Distrito Federal o cualquier otra instancia recaudadora.

El ente obligado, respecto al inciso a), manifestó la imposibilidad para identificar el pago, no obstante las facultades de la Secretaría para recibir los pagos de contribuciones y administrar los ingresos que tuviera derecho a pedir el Gobierno del Distrito Federal, y orientó pase a la Secretaría hacia la Dirección General de Patrimonio Inmobiliario de la Oficialía Mayor.

En cuanto al inciso b) manifestó no se competente y orientó hacia la Oficialía Mayor.

El recurrente se inconformó porque no se dio respuesta puntual a su pregunta, sino una facultad expresa y obviedad de la dependencia. Sin embargo, del estudio realizado se determinó que la inconformidad se refiere únicamente a la atención que recibió el inciso a), respecto del cual se determinó que la Secretaría cuenta con las atribuciones necesarias para pronunciarse sobre la fecha y el monto del dinero recibido, porque en términos generales, a través de la Dirección de Administración Financiera, le corresponde la concentración, custodia y administración de todos los recursos financieros del Distrito Federal, y particularmente son sus funciones revisar y controlar la concentración de los fondos y valores derivados de la recaudación en oficinas recaudadoras.

Sin embargo, no se localizó disposición alguna que permitiera sostener que el ente debe tener toda la información organizada relativa a los ingresos y egresos obtenidos por el Distrito Federal, de tal suerte que pueda localizar cualquier comprobante de ingreso o egreso, a partir de datos como los que aportó el solicitante.

Consecuentemente, su imposibilidad resultó fundada y también correcta la orientación hacia la Oficialía Mayor con la que se celebró el contrato de compra-venta. 

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Muchas gracias. 

Respecto de este proyecto, el particular requirió saber cuándo y cuánto dinero recibió la Tesorería del Distrito Federal o cualquier otra instancia recaudadora. Cabe precisar que formuló esta misma pregunta en dos ocasiones, pero con la diferencia de que condicionó las respuestas a distintos actos. Así, en el primer caso la pregunta se condiciona a que la Tesorería haya recibido el pago relativo a la compra de un terreno, mientras que en el segundo caso la pregunta se condiciona a que la Tesorería haya hecho la devolución del pago en comento.

Por lo anterior, la solicitud presenta la siguiente estructura:

1. Si la Tesorería recibió algún pago, cuándo y cuánto dinero recibió la Tesorería del Distrito Federal o cualquier otra instancia recaudadora.

2. Si la Tesorería devolvió el pago, cuándo y cuánto recibió la Tesorería del Distrito Federal o cualquier otra instancia recaudadora.

Ahora bien, dada la particularidad de los requerimientos, y con el objeto de darle claridad al proyecto, se estima necesario incorporar esta precisión en el considerando 4º, en razón de que bajo la redacción actual no se alcanza a percibir el detalle de la solicitud y pareciera que se trata de requerimientos de información idénticos, creándose la confusión en torno a cómo queda delimitada la litis.

La aclaración se sugiere incorporarla como segundo párrafo de la foja 14, y asimismo se sugiere modificar la redacción del actual párrafo segundo de dicha foja, para quedar del siguiente modo: por lo tanto, la recurrente no expresó argumento alguno tendiente a controvertir la atención brindada al requerimiento 2 de la solicitud que nos ocupa, que consiste en si la Secretaría de Finanzas devolvió el dinero que pagó la empresa Comercial Mexicana por el tramo de la calle de Enrique Rébsamen, de Miguel Laurent a Pilares, Colonia del Valle, delegación Benito Juárez.

Saber cuándo y cuánto dinero recibió la Tesorería del Distrito Federal o cualquier otra instancia recaudadora.

2.- Razón por la cual el análisis de la actuación del sujeto obligado respecto de este último queda fuera de la controversia, apoyándose este razonamiento en la jurisprudencia y la tesis aislada cuyo rubro y sumario expresan…

De esta forma, se considera que se facilita la comprensión del proyecto y se contribuye a que el ente obligado pueda darle cabal cumplimiento.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Bueno, hasta donde entiendo, porque no creo que se haya anotado todo, ¿sí? ¿Todo?

Bueno, sí es, es la diferenciación.

Bueno, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el recurso 1002, Secretaría de Finanzas, el sentido sea confirmar. Pero se debe aclarar cuándo y cuánto dinero recibió la Tesorería del D.F., si condiciona a que haya recibido algún pago, incorporar la precisión en el considerando 4º, segundo párrafo,  en la página 14, por lo tanto la recurrente no expresó, que no expresó ningún requerimiento alguno, y el análisis de este último queda fuera de la controversia.

Entonces yo le pediría que la nota que leíste, bueno, ya la tiene, para ser incorporada en el engrose.

Entonces todos aquellos que estén de acuerdo en que el sentido sea confirmar, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.1002/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Magdalena Contreras, expediente RR.SIP.1010/2013. En relación al período comprendido entre el primero de diciembre de 2009 y el 15 de abril de 2013, se requirió que se remitiera un informe detallado con los siguientes datos: concepto de ingreso autogenerado, centro generador, monto de ingresos, uso o aplicación del ingreso y monto de los egresos.

El ente obligado respondió que en cuanto a los requerimientos relativos a ingreso autogenerado, monto de los ingresos, uso o aplicación del ingreso y el monto de egresos, remitiera el total de las cifras de ingresos autogenerado correspondiente a los ejercicios fiscales de 2009 a 2013, señaló los usos y aplicaciones de los recursos autogenerados e indicó las cifras del monto de ingresos correspondiente a los ejercicios fiscales del año 2009 al 2013.

En relación al centro generador se limitó a señalar que las reglas de control y manejo de los ingresos que se recaudan por concepto de aprovechamientos y productos que se le asignan a las dependencias, delegaciones y órganos desconcentrados que los generan mediante mecanismos de aplicación automática de los recursos, establecen un listado con aquellos conceptos, cuotas y tarifas autorizadas o ratificadas en el ejercicio.

El recurrente se inconformó porque en la respuesta que se entregó no estaban detallados los puntos solicitados, por lo que se consideró que la información proporcionada estaba incompleta.

Ahora bien, en atención a que durante la sustanciación del recurso de revisión el ente emitió una respuesta complementaria con la que a pesar de que entregó parcialmente la información del interés del particular, no cumplió en su totalidad con los requisitos del Artículo 84, fracción cuarta de la ley de la materia para determinar el sobreseimiento, y del estudio de la respuesta impugnada se concluyó que la misma faltó al principio de certeza jurídica, así como a los principios de congruencia y exhaustividad, toda vez que no correspondió puntualmente con lo que requerido en la solicitud, ni estuvo basada en los datos en poder de la delegación.

El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sí. En contra del sentido de revocar y se propone modificar, en razón de que el ente obligado entregó cantidades respecto de los montos de los ingresos y egresos autogenerados, información que sostiene al estar relacionada con el requerimiento y existir en el agravio hecho valer por el recurrente la manifestación expresa de que la respuesta es incompleta, o sea, hay un reconocimiento de que se mantiene parte de la información solicitada por el recurrente.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo en el mismo sentido. Digo, están los cuadros ahí. Obviamente falta desagregar como se quiere, faltan algunas fechas, pero sí hay una información que no podemos negar, que ahí está y que nos lleva a modificar.

Ahora, modificamos para lo mismo ¡eh!, para, como la orden.

Si no hay más, entonces voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido del 1010 de la delegación Magdalena Contreras el sentido sea modificar para que, digamos, se entreguen todos los rubros que hicieron falta, así como algunas fechas, que se señalan para la información esté completa.

Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

Pasaríamos al siguiente recurso.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Bueno, antes hay que decir cómo queda la votación.

Por unanimidad se aprueba el recurso 1010.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la delegación Tláhuac, expediente RR.SIP.1025/2013.

Se formularon diversos requerimientos en relación al responsable de la Unidad Coordinadora de Archivos que actualmente ocupaba el cargo de la delegación. El ente obligado respondió categóricamente que no existía la figura de responsable de la Unidad Coordinadora de Archivos, por lo que era necesario que aclarara y precisara a qué dirección o área se refería, ya que algunas direcciones contaban con archivos de concentración por área.

El recurrente se inconformó porque se le informó que no existía la figura de responsable de la unidad de su interés, considerando que se le estaba negando el acceso a la información que por ley debía detentar, aunado a que se le previno, transgrediendo su derecho de acceso a la información pública, al no haberse realizado en el momento legal oportuno.

Ahora bien, del estudio realizado a diversas normatividades se determinó que en la delegación sí existe un responsable de la Unidad Coordinadora de Archivos, por lo que sí estaba en posibilidades de proporcionar lo solicitado y, en su caso, realizar las aclaraciones correspondiente determinándose fundado el primer agravio.

Por otro lado, la segunda inconformidad se determinó como fundada pero inoperante, en virtud de que la prevención no interfiere con la respuesta proporcionada. El sentido del proyecto que se propone es revocar la respuesta emitida por el ente obligado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Alejandro Torres.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Con el sentido del proyecto. Sin embargo, en el proyecto hace falta, considerando 3º, es decir, del segundo se saltó al cuarto, entonces ya nada más es cosa de incorporarlo. Y propondría nada más incorporar una recomendación al ente, para que se abstenga en lo sucesivo de estar respondiendo en esos términos, haciendo preguntas o prevenciones disfrazadas. Esa es una práctica dilatoria. 

Si fuera el caso de una omisión, ahí sí ni vuelta de hoja, vista a la Contraloría, pero en este caso finalmente se admite por inconformidad con la respuesta, pero creo que sí ha lugar a una recomendación al ente para que se abstenga de hacer estas prácticas y esté respondiendo en esos términos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Bueno, voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1025, delegación Tláhuac, el sentido sea revocar, pero hace falta en el considerando tercero la recomendación al ente para que se abstenga de realizar respuestas, sí son respuestas, realizar prevenciones en el momento de dar la respuesta, ¿no?, incluirlo en el resolutivo tercero.

Comisionado.

C. ALEJANDRO TORRES ROGELIO.- Nada más voy a pasarle a la Secretaría Técnica cuestiones de forma, pero para no llevar más tiempo, ¿no?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno. Entonces los Comisionados que estén en que el sentido sea revocar con esta recomendación, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.1025/2013.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, 1055.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Contraloría General del Distrito Federal. Expediente RR.SIP.1055 de 2013.

Se requirió saber si existía algún tipo de convenio entre la Contraloría General y el Sindicato Mexicano de Electricistas, ya que revisado el directorio de los actuales servidores públicos, muchos señalaban ahora Comisión Federal de Electricidad. Asimismo, precisó que de no existir como tal un convenio, solicitaba conocer por qué gran parte de los actuales servidores públicos provenían de dicha comisión.

El ente obligado respondió que de la búsqueda exhaustiva en los archivos de la Dirección General de Contralorías Internas en Dependencias y Órganos Desconcentrados, no obraba documentación alguna que de su contenido se desprendiera la celebración de un convenio con el Sindicato Mexicano de Electricistas.

Por su parte, la Dirección General de Contralorías Internas en Delegaciones informó que dentro de sus atribuciones no estaba la de realizar convenios ni se tenía conocimiento que constatara convenio alguno celebrado con dicho sindicato y en relación a los servidores públicos que laboraran en las contralorías, indicó que fueron todos contratados por haber cumplido con los requisitos necesarios que establecía el área correspondiente.

El recurrente se inconformó porque no se respondió el segundo cuestionamiento y se realizaron juicios que no le parecían competencia del área que respondió, y porque se le informó que todos los funcionarios fueron contratados por haber cumplido con los requisitos necesarios que establecía el área correspondiente sin señalar cuáles eran los requisitos.

Sin embargo, del estudio realizado al punto 2, se determinó que el mismo no es atendible a través del derecho de acceso a la información, ya que califica previamente una situación de la que no se tiene certeza y no se cuenta con elementos probatorios con los cuales acreditar el dicho del particular.

No obstante, el ente obligado informó al solicitante que todos sus empleados fueron contratados atendiendo a los requisitos exigidos por el área correspondiente para tal efecto, siendo estos los que el recurrente pretendió obtener a través del recurso de revisión, lo cual es contrario a derecho, por lo que determinó que la respuesta emitida estuvo ajustada a la normatividad.

El sentido del proyecto que se propone es confirmar la respuesta impugnada.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo no estaría de acuerdo en cómo lo estamos resolviendo de confirmar. Es un asunto más como de técnica jurídica, para que aquí los abogados nos den su opinión. Y hemos tenido dos recursos que tengo aquí a la mano, el 631 y el 638 de 2012.

O sea, primero, de la solicitud número 1, porque son dos, bueno, pues ahí le contestan perfectamente y ya no formula agravio, ahí muere. Y del dos, bueno, esto de cuántos trabajan, etcétera, etcétera, los cuales nosotros en el propio recurso analizamos este requerimiento y lo consideramos que no es una solicitud de información, lo cual también estoy totalmente de acuerdo. Por lo cual, al no haber ya materia, nosotros lo que debemos de hacer es sobreseerlo, como lo hemos hecho en otras ocasiones, bajo el Artículo 84, fracción tercera de la ley, digamos, como se ha resuelto, decía, en otras sesiones, ha incluido aparte el 986 de estos dos, ¿no?

Porque confirmar, no entiendo por qué. No se está quejando de la 1, no hay agravio, y lo único que nos da materia para la queja es el 2 que, vuelvo a decir, nosotros lo consideramos que no es una solicitud, lo cual estoy de acuerdo, por lo cual el recursos se queda sin materia, digamos, al no haber materia, y en este caso se debe sobreseer el mismo.

Comisionado Luis Fernando Sánchez.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo estoy de acuerdo como viene el proyecto. Aquí el problema es que la solicitud es mixta. La pregunta número 1 es una solicitud, y la dos no es solicitud, ya que es un planteamiento subjetivo.

En el caso de, no sé cuál traigas.

C. OSCAR GUERRA FORD.- El 631 y el 638, donde también son solicitudes mixtas; unas son solicitudes de información, otras no las consideramos solicitudes de información.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Yo traigo otro ejemplo, traigo el 986, y en el caso se solicita aclaración y corrección. En ese caso ninguna es solicitud, entonces ahí sí procede el sobreseimiento, aquí lo que pasa es que se mantiene el convenio, y esa sí es una solicitud de información. Entonces, por lo tanto, debe ser confirmado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- De esta no se agravia. Nosotros lo que vemos en el recurso es el agravio, es lo que le da naturaleza al recurso.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- Sin embargo hay una, bueno. Sin embargo hay una respuesta contundente sobre la pregunta número 1, por eso ya no se agravia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Sí. Yo estoy de acuerdo conforme viene en el proyecto, de confirmar, ya que en mi opinión las dos, la pregunta que hace, reitero: Saber si existe algún tipo de convenio entre la Contraloría General y el Sindicato Mexicano de Electricistas. Esa es una pregunta contundente de hay convenio o no hay convenio. Se responde categóricamente de que no existe ningún convenio.

Lo segundo, ya que revisaron el directorio de los actuales servidores públicos, muchos señalan ahora Comisión Federal de Electricidad. “De no existir como tal el convenio, necesito saber por qué gran parte de los actuales servidores públicos provienen de la CFE”. 

La última frase es una pregunta también ¿por qué hay gran parte? Y también se da respuesta: porque cumplieron con los requisitos.

Y la apreciación de que hay muchos o hay pocos es una apreciación subjetiva. No sé para esta persona cuántos sean muchos, 10, 20, tres, cinco, porque lo mismo podría suceder en cualquier dependencia en este momento, ¿por qué gran parte de los nuevos trabajadores de tal institución proviene de tal lugar? Gran parte o muchos, ¿qué es eso? Esa parte, digamos, es subjetiva, pero en concreto creo que lo que se puede considerar como preguntas, se da un pronunciamiento categórico de que no existe y también se da una respuesta respecto de que entraron ahí porque cumplieron con los requisitos. Creo que no hay duda.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, perdón que insista pero esta cuestión que si la 2 tiene parte de pregunta y parte no, si es así, entonces todo el recurso está mal construido, porque el recurso parte de la que la 2 no es una solicitud de acceso a la información, porque no pregunta cómo entraron o porqué entraron, estoy de acuerdo con ese análisis, vuelvo a repetir; sino dice ¿por qué muchos de ellos? Y le contestan con otra cosa, diciéndole: “Bueno, los que entraron cumplieron con los requisitos”. No les pregunta si cumplieron o no con los requisitos, por qué, en teoría, proceden de la Comisión Federal de Electricidad, y eso en todo el recurso, estoy de acuerdo, está clasificado como no una solicitud de acceso a la información. 

Ese no es el problema. El problema, vuelvo a insistir, lo que le da vida a un recurso de revisión es el agravio, no la solicitud, para eso está la solicitud, ¿sí? Me gustaría que lo revisaras con más calma, Luis Fernando, porque estamos resolviendo ahí distinto. No, no, estos, bueno.

El recurso nace del agravio y si el agravio es referente a algo que este Instituto o este colegiado consideró, en lo cual concuerdo, no es una solicitud de acceso a la información, eso es lo que estamos entrando. Entonces, pues entonces se queda sin materia y lo que hay que hacer es sobreseerlo, digamos, por el 84, fracción 3ª, como lo hemos hecho en estos dos recursos, donde son múltiples, no es que todas sean  no solicitudes y por eso se sobreseen. Es, de estas, se contestaron, y las otras no se contestaron porque no se consideró una solicitud. 
Nosotros estuvimos de acuerdo en una solicitud y le sobreseímos.

C. LUIS FERNANDO SÁNCHEZ NAVA.- No solicité la palabra, pero me mantengo en lo dicho, voy a revisar los casos que presenta el Comisionado, no los conozco, tendría que revisarlos, es que sí se mantiene la primera pregunta y la otra definitivamente no es una solicitud de acceso a la información, y como es mixta ese es el criterio que debemos seguir.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente, tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Torres, a ver si los convenzo ya con este último argumento, si no pues ya votaré solito.

Al no ser una solicitud de información o del agravio deviene una causal de improcedencia, la misma que tiene estudio preferente y se debe sobreseer porque deviene de esa causal de improcedencia en base al artículo 86, fracción III de la ley en relación con los artículos 76 y 77 de la misma ley concatenado con el artículo 82, fracción I del mismo ordenamiento, lo anterior como estudio preferente. Pero bueno, ustedes son los técnicos.
Sometámoslo a votación, hay dos propuestas, una la que viene en el propio recurso y otra la que se ha manifestado aquí en la mesa.

Entonces, todos aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea confirmar tal como viene en el proyecto, favor de manifestarlo.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea sobreseer ya por los argumentos esgrimidos, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Los términos de votación de este recurso 1055/2013 es el siguiente: la propuesta de que el sentido sea confirmar en términos como viene en el proyecto, cuatro votos, de los comisionados Luis Fernando Sánchez, David Mondragón Centeno, Alejandro Torres, Rogelio Mucio Hernández.

La propuesta de sobreseer el recurso, un voto, del Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Perdón, pasaría al voto disidente con el objeto de argumentar mejor jurídicamente el asunto y tenerlo ahí. Se acepta, gracias.
Entonces, vamos a pasar al siguiente recurso, al 1056.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es Servicios Metropolitanos, S.A. de C.V, expediente RR.SIP.1056/2013. Se solicitó la relación de predios que eran propiedad del ente obligado. En respuesta se informó que lo solicitado estaba disponible en copia simple, por la cual se tenía que pagar el costo de reproducción de cuatro fojas para su entrega.
El recurrente se inconformó porque al indicarle que tenía que pagar la entrega de lo solicitado, lo cual era información pública de oficio, el acceso a la información era gratuito, por lo que transgredió su derecho de acceso a la información pública.

Ahora bien, del estudio realizado se determinó que lo requerido no es información pública de oficio en términos de lo establecido en los artículos 14 y 15 de la ley de la materia, por lo que el ente no tiene la obligación de poseerla necesariamente en medio electrónico y por ello puede conceder su acceso en una modalidad distinta a la solicitada, siempre y cuando funde y motive debidamente que no procede su entrega en el medio requerido.

Sin embargo, al no haber actuado de esa forma para justificar su entrega en la modalidad de copias simples previo pago de derecho la reproducción correspondiente, se contravino lo dispuesto por el artículo 6º, fracción VIII de la ley de procedimiento administrativo del Distrito Federal, por lo cual la respuesta no es legalmente válida para tener debidamente atendida la solicitud, ya que además es contraria a los principios de congruencia, legalidad y certeza jurídica, por lo que el agravio es parcialmente fundado puesto que sí procede la entrega de la información en una modalidad distinta a la elegida cuando se actualiza el supuesto del artículo 11, párrafo cuarto de la ley de la materia.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Mucio Israel.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto, sin embargo el artículo 14, fracción VIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, prevé que los entes obligados deberán mantener actualizada de forma impresa para consulta directa en los respectivos sitios de internet de la relación de los bienes que le sean asignados y el monto a que asciende a los mismos.

Aún más, los criterios en la metodología de evaluación de la información pública de oficio que deben dar a conocer los entes obligados en sus portales de internet, en relación con el artículo y fracción referidos señalan que se deberá publicar un catálogo o relación en formato de tabla de todos los bienes, tanto muebles como inmuebles que el ente obligado utiliza, tiene a su cargo y/o le han sido asignados para el desarrollo de estas funciones o por cualquier concepto.

Por lo anterior, se sugiere ordenar al ente que conceda al recurrente el acceso a la relación de los predios que son propiedad de Servicios Metropolitanos, S.A. de C.V. en medio electrónico gratuito debido a que es de información pública de oficio y que además se abstenga de cobrar las cuatro hojitas que le quieren cobrar al recurrente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo estoy de acuerdo que sí es información de oficio, que voy a contestar en cinco días, pero de ahí no se queja el solicitante, el recurrente en ese sentido y la orden debe ser categórica que se debe entregar de forma electrónica que es información de oficio.
Sin embargo, a mí se me pasó decir si a la consejería jurídica, lo bueno es que ya lo cambiamos, se le estaba ordenando que buscara si teníamos vía electrónica unas constancias de 1940, no existían las computadoras como tal, te acuerdas que la cambiamos, es evidente que esto sí está de forma electrónica.

Entonces, yo creo que sí sería modificar, pero para dar una orden contundente de que se le entregue de manera electrónica. Y se modifica porque sí se lo puse en una modalidad que no era la adecuada.

Entonces, voy a poner la votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1056 el sentido sea modificar para que se ordene entregar la información de manera electrónica que debe considerar ésta de oficio y obviamente al ser electrónica será de forma gratuita.
Los que estén de acuerdo, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución RR.SIP.1056/2013, se estará citando el artículo mencionado por el Comisionado Mucio Israel.

C. OSCAR GUERRA FORD.- El de obligaciones de oficio.

Pasaríamos al recurso 1063.

C. DIANA HERNÁNDEZ PATIÑO.- El ente obligado es la Secretaría de Desarrollo Social del Distrito Federal, expediente RR.SIP.1063/2013. Se solicitó al tipo de programas que llevan a cabo para apoyar a las personas de la tercera edad cuál era el objetivo o meta para su apoyo y qué tipo de presupuesto les fue asignado para tal fin.
El ente obligado respondió que no era competente para responder la solicitud orientando al particular ante el Instituto para la Atención de los Adultos Mayores del Distrito Federal.

El recurrente se inconformó porque la Secretaría tenía atribuciones suficientes para el apoyo de los adultos mayores, por lo que se le debía asignar un presupuesto para ello, además al dar una respuesta masiva le causaba agravio que no justificara, fundara, motivara, ni se diera una atención exhaustiva.

En ese sentido, del estudio realizado se determinó que la orientación realizada por la Secretaría fue correcta, sin embargo de la revisión realizada al diverso recurso de revisión RR.SIP.546/2013, traído como hecho notorio, se determinó que el ente tenía conocimiento de que algunos de los órganos político-administrativos del Distrito Federal cuentan con programas sociales enfocados a la ayuda, tanto médica como económica de los adultos mayores, así como del presupuesto destinado a dichos programas, por lo que debió proporcionar dicha información y orientar al particular para que presentara la solicitud demérito ante las delegaciones que cuenten con este tipo de programas respecto de resto de la solicitud, lo cual en la especie no ocurrió, motivo por el cual los agravios esgrimidos resultan parcialmente fundados.

El sentido del proyecto que se propone es modificar la respuesta impugnada.

C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- De acuerdo con el sentido del proyecto, simplemente para una cuestión ahí, porque se desprende de la ley, de los derechos de las personas adultas mayores en el Distrito Federal, en sus artículos 29 a 36, la existencia de un consejo asesor para la integración, asistencia, promoción y defensa de los derechos de las personas adultas mayores como un órgano de consulta, asesoría y evaluación de acciones y propuestas de concertación, coordinación, planeación y promoción necesaria para favorecer la plena integración y desarrollo de las personas adultos mayores en nuestra ciudad.
El referido consejo se encuentra integrado por la jefatura de gobierno, la Secretaría de Gobierno, la Secretaría de Salud, la Procuraduría Social y el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Distrito Federal.

Por lo anterior, se sugiere ordenar a la Secretaría de Desarrollo Social que oriente al particular para que presente su solicitud ante los entes referidos.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.
C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución, simplemente creo que podemos precisar mejor nuestra orden, primero porque la pregunta trae una cosa que se llama tipo de presupuesto, que no entiendo a qué se refiere con tipo de presupuesto, nuestra orden es categórica porque sabemos que la Secretaría de Desarrollo Social conoce el presupuesto que tiene el Instituto de Adultos Mayores en el Distrito Federal para el apoyo de estos programas en ese sentido.

Lo que creo que es hasta ahí para que no confunda, porque el presupuesto de las diversas delegaciones no forzosamente es de conocimiento de la Secretaría y puede haber hasta imprecisiones en ese sentido.

Entonces, yo dejaría la orden, pero proporciona el presupuesto destinado a los programas sociales para apoyar a las personas de la tercera edad que maneja, obtiene o ejerce, ejerce sería la palabra, al Instituto para atención a adultos mayores del Distrito Federal, y la complementaría como bien le oriente al recurrente para que presente la solicitud demérito ante las oficinas de información pública de los procesos administrativos que cuenten con programas sociales para personas de la tercera edad.

Ahí el asunto es que te va a preguntar el recurrente y lo queremos que Desarrollo Social sepa, yo tengo mis dudas y tenga toda esa información, aunque ellos a veces recopilan el programa de los diversos programas sociales ha habido siempre una serie de no problemas, sino que la relación dice: “Oye, no me pusiste tal programa que yo tengo”. Pues yo no sabía, no fui informado, porque no hay esa obligación como tal en ese sentido.

Yo dejaría para que dé toda la información sobre el Instituto de Adultos Mayores, o sea, el presupuesto y oriente a todas las delegaciones político-administrativas para que estos se manifiesten sobre el particular, porque estamos dejando a la Secretaría de Desarrollo Social que ella nos diga sí o no sabe de todas las delegaciones, de unas sí sabe y de otras no, es como aquí que hay delegación que están mejor en transparencia y otras delegaciones que no están tan bien en transparencia, hay delegaciones que a veces no entregan toda esta información a la Secretaría de Desarrollo Social y entonces podemos hacer una imprecisión, porque dice no le van a poner una delegación y qué tal si esa delegación sí tiene algunos recursos destinados a adultos mayores, porque aparte estamos hablando no sólo de recursos, sino de otros programas que pueden ser de medicinas, etcétera, etcétera, que puede ser en especie.
Yo por eso dejaría de sobreseer para que informe sobre el presupuesto y todo del Instituto de Adultos Mayores, y canalizaría a todas las delegaciones, le ordenaría obviamente que los canalice a todas las delegaciones para que manifiesten sobre la información que tengan sobre adultos mayores, tanto en presupuesto como de algunos otros apoyos.
Comisionado David Mondragón.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Yo creo que la propuesta original de este proyecto que era de confirmar era la adecuada y yo me pronuncio porque sea confirmada la respuesta y me explico por qué.

La pregunta dice qué tipo de programas llevan a cabo, llevan a cabo y la pregunta es a la Secretaría de Desarrollo Social.

Aquí en esta pregunta jamás se dice qué tipo de programas existen en el Distrito Federal, lo que nos llevaría a pensar en que debería de haber habido una orientación. Le están preguntando a la Secretaría qué tipo de programas llevan a cabo y eso se lo pueden preguntar a todas las dependencias: “Ah mira, los programas que yo llevo a cabo son estos y estos y estos y estos”. 
¿Por qué orienta y por qué es válido que oriente al Instituto de Adultos Mayores? Porque ese Instituto de Adultos Mayores depende, es un desconcentrado de la Secretaría de Desarrollo Social. La cabeza de sector de este Instituto es la Secretaría de Desarrollo Social, por eso es que la Secretaría de Desarrollo Social cuando le hacen la pregunta puede tomar digamos en sus atribuciones y en su cobijo al Instituto de Adultos Mayores y en ese sentido orientar ahí porque entiende que la pregunta se circunscribe precisamente a la Secretaría de Desarrollo Social.

Y la otra cuestión, hay muchas dependencias y ese es un problema que nos explicaban los del Consejo de Evaluación de Programas Sociales, de EVALUA, con nuestro buen amigo Janet Rizo, nos platicaba y por eso nosotros incluimos en los criterios de evaluación muchos de los rubros de información que le Consejo requería de saber, el mismo consejo, y que le pedía a todas las dependencias, y ahí sí el Consejo era competente para todas las delegaciones, para todas las Secretarías, para todas las dependencias, les pedía información y las delegaciones no se lo entregaban, muchas dependencias tampoco se lo entregaban, por eso es que pusimos en los criterios información que a EVALUA le servía y la tenía de manera más inmediata que incluso pidiéndola por oficio a todos esos entes públicos que tenían esos programas. 

Muchos de esos programas también son emergentes, son coyunturales, dependiendo de la circunstancia y de las demandas sociales se aplican y dejan de aplicarse de repente y luego a veces no hay un flujo de recursos porque no son programas instituidos de manera formal. Precisamente la única instancia que tiene esos programas con esa institucionalidad es el Instituto de Adultos Mayores.

Entonces, yo creo que dada la pregunta de la Secretaría de Desarrollo Social, la Secretaría de Desarrollo Social canalizó bien, orientó bien a quien tiene la información del programa central de adultos mayores porque no le preguntó en el DF, y no le podemos obligar a un ente si nosotros practicáramos la empatía y nos pusiéramos en el lugar de la Secretaría de Desarrollo Social, nos preguntaran qué tipo de programas tienen sobre esto pues le diríamos qué tipo de programas tenemos como ente, porque en ningún momento nos está diciendo en el Distrito Federal.

Y en ese sentido yo creo que la pregunta fue correcta, fue adecuada, fue legal y por ello mi propuesta es de confirmar la respuesta.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, yo insisto, primero tenemos que precisar la orden porque es modificar el presupuesto destinado a programas sociales para apoyar a personas, ¿de quién? 
La Secretaría de Desarrollo Social ya se manifestó, ellos no quieren, entonces hay que precisar de quién. Yo digo que es del Instituto para la Atención de Adultos Mayores, aunque ya está la canalización, pero ellos sí conocen esta parte.

Luego, sabemos –como bien lo dice- por hechos notorios que un recurso el 546, que por ejemplo ellos manifestaron por ejemplo que Iztacalco trae un apoyo económico de adultos mayores de 64 a 67 años de 4 millones, que Miguel Hidalgo trae uno de 60 y más de 15 millones, etcétera. Sí tienen conocimiento en general de que hay programas destinados para adultos mayores en las delegaciones, pero la información completa de todas las delegaciones, aquí mismo no la tienen, hay delegaciones que sí les entregan ese informe.

Y otra cosa que se acaba de mencionar, hay a veces las delegaciones por determinada circunstancia sacan programas sociales emergentes, porque se inundó no sé qué tal cosa o no sé qué. Entonces, quien tiene la información de primera fuente, o la otra es, entrégale la información que tú conozcas de delegaciones y oriéntalo a todas las demás delegaciones, porque ahí puede haber un consejo, ahí no tengo problema, porque si no es que le estamos dando a la Secretaría de Desarrollo Social que ojalá, pero yo estoy seguro no la tiene toda ni actualizada, creo que es entrégale lo que tú tengas del Instituto, de las delegaciones y oriéntalo al resto de las delegaciones y al consejo. Y ahí el ciudadano no va a tener problemas porque va a tener toda la información de primera fuente, que son las delegaciones, porque son muchos programas y a veces no complejos en esos términos.

Comisionado Mucio Israel.
C. MUCIO ISRAEL HERNÁNDEZ GUERRERO.- Nada más tres cosas me gustaría poner en el asunto de la mesa para poder contextualizar el tema.

Uno de los problemas que tiene la ciudad precisamente en el ejercicio del gasto es precisamente que el ejercicio del gasto de muchos órganos está centralizado, es decir, pasa necesariamente por la Secretaría que encabeza y por el asunto de la Secretaría de Finanzas, que ese es uno de los problemas que tiene la ciudad y que tienen las delegaciones para ejercer el gasto.

Es decir, muchos montos de desarrollo social, aunque no pareciera, tienen que ser liberados, tienen que ser autorizados por Finanzas por un lado, y por la propia Secretaría, porque además el otro hecho que traigo a colación es la ley de gasto eficiente, la austeridad de gasto eficiente, que dice que no se pueden duplicar programas en el asunto y eso implica que tenga que haber una evaluación de los programas porque antes lo que sucedía es que gobierno central, en el caso de adultos mayores tenía de 70 y más, y las delegaciones tenían de 68 y más. 

Y entonces lo que se hizo es precisamente para hacer eficiente el gasto que pudiera haber una instancia que coordinara ese asunto, y en el caso de Desarrollo Social es la Secretaría.

Y la otra cosa es que hay el COPLADE, el famoso COPLADE, y el asunto del COPLADE precisamente tiene que ver con el asunto de cómo está la eficiencia.

Entonces, estas tres cosas de cómo se maneja el asunto del presupuesto de la ciudad y la Secretaría de Desarrollo Social por supuesto que conoce del asunto, y además no solamente conoce, acaba de haber una modificación a la estructura y el Instituto de Adultos Mayores acaba de desaparecer para volver a ser lo que era, una Dirección General, es decir, siempre ha estado dependiente de la Secretaría de Desarrollo Social, y con estos tres elementos me parece que sí debe de tener.

En todo caso, digamos pensando en que la administración pública tiene problemas a veces para encontrar su propia información que es natural, pues a lo mejor cada una busca en todas sus unidades administrativas el asunto del presupuesto y además oriente del tema, y digo que meta al consejo de asesor de los adultos mayores, porque finalmente todos estos tienen que ver con el asunto de lo que se está preguntando.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Presidente, tiene la palabra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver si nos ponemos de acuerdo, el sentido sea modificar no tenemos problema para que la Secretaría de Desarrollo Social del Distrito Federal entrega toda la información pertinente que tenga sobre programas de la tercera edad, tanto a nivel ejecutivo, como de las delegaciones, y asimismo oriente a las delegaciones y al Consejo. Se mantendría la de confirmar.
Entonces, voy a someter a votación. Tenemos dos propuestas, una la de modificar, pero con esa cuestión de que se ordene a la Secretaría que dé toda la información que tenga haciendo una búsqueda administrativa de todas las unidades sobre el ejercicio sobre adultos mayores que están a nivel ejecutivo con las delegaciones, oriente a las delegaciones y también a COPLADES para la información respectiva.

Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea confirmar, considerando que con la orientación que se hizo al solicitante hoy recurrente, digamos, se cumplió para que ahí mismo le entreguen esta información.

Los que estén de acuerdo favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- En los términos de votación de este recurso la propuesta de que el sentido sea modificar con las precisiones expresadas por el Comisionado Presidente, cuatro votos, de los comisionados Oscar Guerra, Mucio Israel Hernández, Luis Fernando Sánchez, Alejandro Torres Rogelio.
La propuesta de que el sentido sea confirmar un voto del Comisionado David Mondragón Centeno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, vamos a continuar con aquellos recursos de revisión en materia de acceso a información que no han sido reservados por ningún comisionado, pidiéndoles a todos los comisionados que aquellas observaciones que tengan de forma favor de hacerlas llegar a la Secretaría Técnica para (…) respectivos.
Entonces, voy a iniciar. Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1531, Universidad Autónoma de la Ciudad de México, 1532 y 1533 Universidad Autónoma de la Ciudad de México, 1022 Benito Juárez, 966 Sistema de Transporte Colectivo, 980 Instituto de Verificación Administrativa, 994 delegación Álvaro Obregón, 1057 Coyoacán, 1061 Iztapalapa, el sentido sea modificar favor de manifestarlo.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1132, delegación Cuajimalpa, Morelos, el sentido sea revocar y se dé vista por no haber rendido el informe de ley, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1000, Procuraduría General de Justicia, 1015 Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Distrito Federal…
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Es 1045.

C. OSCAR GUERRA FORD.- El 1015 Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos del Distrito Federal, 1045 Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal, y 1059 Secretaría de Protección Civil, el sentido sea confirmar, favor de manifestarlos.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobados por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Quiero simplemente aclarar que los recursos referentes a la Universidad Autónoma de la Ciudad de México, los tres, el 1531, 32 y 33 corresponden al 2012.
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el 1037, Secretaría del Medio Ambiente y 1065 Instituto Electoral del Distrito Federal, el sentido sea sobreseer por entrega de la información, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueban por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el recurso 1067, Servicios Metropolitanos, sea revocar la respuesta a las solicitudes 12 713, 13 713, 13 413 y 14 613, y modificar la 122 13, 125 13, 128 13, 139 13 y 143 13, así como confirmar la 144 13 y la 150 13, y se dé vista entonces por no haber rendido en tiempo y forma el informe de ley, favor de manifestarlo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Agradecemos la presencia de la licenciada Diana Hernández, Directora Jurídica y de todo el personal del área de la Dirección Jurídica.

Comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente, por parte de ustedes, procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en Asuntos Generales.

Como no hay ningún asunto general qué tratar y siendo las 3 de la tarde con 15 minutos del día 14 del 2013, se da por terminada la Vigésima Octava Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos del Distrito Federal, agradeciendo a todos ustedes su presencia.
Que tengan muy buenas tardes y muy buen provecho.










